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FORMULA DENUNCIA PENAL.- 

 

Señor Juez: 

 

Guillermo Jesús Fanego, abogado, con domicilio 

legal en Avda. Corrientes 1450 4to. Piso “B” de esta ciudad y 

electrónico 20106918377, a V.S. me presento y digo: 

 

I.- Objeto: 

Que vengo a solicitar se ordene la investigación de 

los hechos que más abajo pasaré a relatar, en cuya comisión aparecen 

vinculados los integrantes del Equipo Argentino de Antropología 

Forense (en lo sucesivo EAAF) con domicilio en Avda. Rivadavia 

2443 de esta ciudad, integrado, por  los Sres.  Luis Fondebrider, Darío 

Olmo, Silvina Turner, Mercedes Doretti, Patricia Bernardi, Anahí 

Ginarte, Rafael Mazzella, Daniel Bustamante, Carlos “Maco” 

Somigliana, Miguel Nieva, Sofía Egaña, Cecilia Ayerdi, Andrea del 

Río, -entre otros- y del “LIDMO SRL Laboratorio de Inmunogenética 

y Diagnóstico Molecular”  Independencia 664 4to. piso de Córdoba, 

provincia homónima, (en lo sucesivo LIDMO). 

 

II.- Hechos: 

El suscripto ejerce la defensa de quince imputados 

en la causa “ESMA UNIFICADA” que tramita ante el Tribunal Oral 
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en lo Criminal y Correccional Federal nro. 5 (en adelante TOF 5), en 

el que se juzga los hechos sucedidos entre el 08/12/1977 y el 

10/12/1977 conocidos como “Grupo Iglesia de la Santa Cruz” o 

“Monjas francesas”. 

 

A raíz del análisis de las diversas actuaciones 

llevadas a cabo en la etapa instructoria, según la Cámara de 

Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal, (en lo sucesivo la 

Cámara Federal), surge que se hallaron “….restos humanos que a la 

postre pudo determinarse pertenecían a Leonie Duquet, Azucena 

Villaflor de De Vicenti, María Eugenia Ponce de Bianco, Ángela 

Auad  y Esther Ballestrino de Careaga…”. 

 

Los órganos judiciales que han intervenido llegaron 

a esa conclusión siguiendo una tarea investigativa caracterizada por la 

ausencia de peritos de parte y de cadena de custodia; deja sin garantías 

indubitables de autenticidad la exhumación, los resultados del trabajo 

posterior sobre los esqueletos, la extracción de muestras para obtener 

ADN, los peritajes y los trabajos del laboratorio genético. Todo lo 

cual constituye suficiente agravio para pedir la nulidad de lo actuado 

en el proceso de identificación de las víctimas, cuestión que no es de 

competencia de esta judicatura. 

  

Lo asombroso del caso que traigo a vuestro 

conocimiento es la manipulación que, con la aquiescencia de órganos 
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jurisdiccionales, el EAAF-LIDMO, llega a conclusiones de 

identificación de restos humanos que no se compadecen con la 

reconstrucción de los hechos, de modo tal que, para “satisfacer” 

necesidades “políticas” sirven para el montaje de la “solución” al 

caso “Grupo de Santa Cruz”, tal como trataré de explicar los más 

claramente posible. Para ello vamos, entonces, a profundizar en las 

irregularidades obradas por la justicia en manifiesto perjuicio de los 

derechos de los imputados, con la activa participación de los 

integrantes de ambas personas jurídicas. 

 

Esta manipulación de elementos que integran la 

investigación del caso “Santa Cruz”, fue juzgado, -respecto de algunos 

imputados-, en causa “ESMA – 1270” del registros del TOF, en cuya 

sentencia condenatoria se afirmó: “...se tuvo por probado que los 

integrantes de ese grupo permanecieron cautivos en la ESMA, y 

fueron trasladados entre el 14 (…) y el 20 de diciembre de 1977 …”. 

“…Como consecuencia de dicho procedimiento, fueron arrastrados 

por el mar, a las costas de los balnearios bonaerenses se Santa 

Teresita y San Bernardo, entre otros, ubicados en el partido de Gral. 

Lavalle (hoy Partido de la Costa), restos humanos que a la postre 

pudo determinarse pertenecían a Leonie Duquet, Azucena Villaflor 

de De Vicenti, María Eugenia Ponce de Bianco, Ángela Auad  y 

Esther Ballestrino de Careaga…”.“…Que dichos restos que, en 

aquel entonces, fueron inhumados como NN en el cementerio de 

dicha localidad, permanecieron en el anonimato por espacio de 

treinta años, hasta que por la labor del Equipo Argentino de 

Antropología Forense fueron recuperados, y nomenclados con las 
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siguientes siglas: GL-B-2-17, GL-B-2-18, GL-B-2-19, GL-B-2-20 y 

GL-B-2-23…”. 

 

El “grupo Santa Cruz”, estuvo integrado por doce 

personas, -según las denuncias efectuadas-, identificadas como Esther 

Ballestrino de Careaga, María Eugenia Ponce de Bianco, Ángela 

Auad, Raquel Bulit, Patricia Oviedo, Alice Domon, Gabriel Horane, 

Remo Berardo, Horacio Aníbal Elbert, José Julio Fondevila, Azucena 

Villaflor de Vicenti y Leonie Duquet (8 mujeres y 4 hombres) 

 

El resultado final de los órganos de justicia 

(sentencia de mérito condenatoria) afirma que, sólo cinco cuerpos, 

aparecieron en la costa atlántica entre el 20 y el 29 de diciembre de 

1977. Del resto no hay explicación racional y aceptable acerca de su 

destino, compatible con el hallazgo de los cinco cuerpos de los cuales 

existen solamente tres causas penales incoadas al momento del 

hallazgo, en consecuencia, de los dos cuerpos restantes se desconoce: 

a) necropsia con mención de causa presunta de muerte, edad 

aproximada, estatura, estado del cuerpo, tiempo estimado de la fecha 

de muerte, sexo: b) fecha y circunstancias del hallazgo; c) causa 

judicial instruida; d) personal policial interviniente; e) profesional 

médico que realizó el peritaje; f) fichas dactiloscópicas. Es decir que 

se desconoce absolutamente todo.  
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Por otra parte, uno de los cuerpos hallados en las 

costas atlánticas de nuestro país, es un NN masculino que no se 

corresponde con los restos humanos estudiado por el EAAF-LIDMO 

quienes, sin base científica alguna, convirtieron al NN masculino en 

restos humanos femeninos. 

 

El primer intento de vincular los cadáveres, los 

llamados “vuelos de la muerte”, las “monjas francesas”, “grupo de 

la Santa Cruz” y la ESMA, fue en los años ochenta durante el 

gobierno del alfonsinismo. El segundo intento −con menos escrúpulos 

legales−, fue del kirchnerismo, y en ambos casos el juez Cattani, en la 

Cámara Federa, fue el «director técnico».   

 

El 25 de mayo de 2003 asumió la presidencia Néstor 

Kirchner y tres meses después, -el 1° de septiembre de 2003-,  la 

Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal 

(Cámara Federal),  celebró un Acuerdo Plenario por el cual decidió 

remitir causas fenecidas por violaciones a los derechos humanos, en 

las que había intervenido, a sorteo de juez de primera instancia. 

Debemos recordar que, mediante decreto 158/1983, el Presidente 

dispuso: “Artículo 1: Sométase a juicio sumario ante el Consejo 

Supremo de las Fuerzas Armadas a los integrantes de la Junta Militar 

que usurpó el gobierno de la Nación el 24 de marzo de 1976 y a los 

integrantes de las dos juntas militares subsiguientes, Teniente 

General Jorge R. Videla, Brigadier General Orlando R. Agosti, 

Almirante Emilio A. Massera, Teniente General Roberto E. Viola, 
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Brigadier General Omar D. R. Graffigna, Almirante Armando J. 

Lambruschini, Teniente General Leopoldo F. Galtieri, Brigadier 

General Basilio Lami Dozo y Almirante Jorge I. Anaya. …. Artículo 

3: La sentencia del tribunal militar será apelable ante la Cámara 

Federal en los términos de las modificaciones al Código de Justicia 

Militar una vez sancionadas por el H. Congreso de la Nación el 

proyecto remitido en el día de la fecha…”. 

 

Ese mismo día, -13/12/1983-, también dictó el 

decreto 157/83 que dice: “Artículo1: Declárase la necesidad de 

promover la persecución penal, con relación a los hechos cometidos 

con posterioridad al 25 de mayo de 1973, contra Mario Eduardo 

Firmenich (L.E. 7.794.388); Fernando Vaca Narvaja (L.E. 

7.997.198); Ricardo Armando Obregón Cano (L.E. 2.954.758); 

Rodolfo Gabriel Galimberti (C.I. 5.942.050); Roberto Cirilo Perdía 

(L.E, 4.399.488); Héctor Pedro Pardo (L.E. 7.797.669); y Enrique 

Heraldo Gorriarán Merlo (LE. 4.865.510) por los delitos de 

homicidio, asociación ilícita, instigación pública a cometer delitos, 

apología del crimen y otros atentados contra el orden público, sin 

perjuicio de los demás delitos de los que resulten autores inmediatos 

o mediatos, instigadores o cómplices…”. 

 

Posteriormente, al dictarse la ley 23.049, la Cámara 

Federal,  el 4 de octubre de 1984 dispuso abocarse al conocimiento y 

juzgamiento de las “Juntas Militares”, en el proceso conocido como 

causa 13/84. 
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  Luego de derogadas las leyes 23492 y 23521 y 

anulados los indultos respecto del personal de las FFAA, se reabrieron 

las causas fenecidas y nuevamente la Cámara Federal fue la encargada 

de proseguir su juzgamiento. Sin embargo, mediante el acuerdo 

plenario del lro. de septiembre  de 2003, dispuso reasignar las causas a 

los juzgados de primera instancia. La fecha elegida para sesionar en 

plenario coincidió con el 64° aniversario del triste día en que el 

nazismo avanzó por Europa imponiendo la fuerza sobre la razón y la 

justicia. Triste parangón con lo que le deparó a nuestra Patria la senda 

del abandono de la justicia y la destrucción de los pilares de las 

garantías judiciales. 

 

Los fundamentos de la medida arguyen: “…la 

necesidad de preservar la garantía de la doble instancia…”. Es 

evidente que la Cámara estaba respondiendo a los dictados de la 

política, porque la ley 24.050 [BO 7-1-1992], vigente en la época del 

Acuerdo Plenario citado, incorporó como competencia de la Cámara 

Nacional de Casación Penal la revisión casatoria en 2ª instancia.  

 

El 12 de septiembre de 2003, en conocimiento de 

que la Cámara sustanciaba causas vinculadas a la ESMA, el imputado 

Raúl Scheller  interpuso un recurso de nulidad, por lo actuado por 

dicho Tribunal [glosado fs. 7446 causa  18.967/03 del registro del JF 

N°12], resolviendo en fecha 16 de septiembre [fs 7453]: 
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“…I- En primer lugar cabe señalar que las 

resoluciones 3/03-P y 4/03-P constituyen actos de superintendencia 

del Fuero…”. 

“…II- Sentado ello, y en punto a la recusación de 

los suscriptos no puede soslayarse que en la actualidad no hay 

cuestión en trámite ante este Tribunal ni que deba ser resuelta en esta 

sede, sino que es un Juez de primera instancia quien se encuentra 

interviniendo…”. 

“…III. …así a fin de no privar de instancia habrá de 

remitirse al Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal 

N° 12 del fuero….”. 

 

Por lo tanto, a partir de ese momento, los hechos 

referidos a la “ESMA” pasaron a conocimiento del Juzgado Federal 

nro. 12, Secretaría 23 causa 14217/03. 

 

A pesar de ello, un mes después, el 23 de octubre de 

2003, en el marco del legajo 111 [fs 3] por pedido del EAAF, la 

Cámara extendiendo su competencia librando oficio a los cementerios 

municipales de General Madariaga y General Lavalle a fin de recabar 

información sobre NN inhumados. Actividad que le estaba vedada 

pues se reservó el rol de superior a fin de garantizar la revisión de los 

actos jurisdiccionales y, en consecuencia, la investigación debió ser 

dirigida por el juzgado de primer grado. 
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Entre otras medidas, el 4 de julio de 2005 en el 

marco del legajo 111, fs. 420 vta., la Cámara expresó: “…este 

Tribunal prosiguió la tarea de exhumación, identificación a sus 

familiares […]  …actividad que se intensificó a partir del criterio 

sentado el 20 de marzo de 1995, en la causa 761 ESMA… Reg. Nro. 

1/95 que fuera sostenido en numerosas ocasiones posteriores,…”. 

“…mediante las que se afirmó la jurisdicción de esta Cámara para 

realizar diligencias enderezadas a obtener información relevante 

para establecer fehacientemente el destino final de las víctimas,  a fin 

de descubrir la realidad de lo sucedido y de esta manera dar una 

respuesta a los familiares y a la sociedad…”. Seguidamente agrega: 

“…los miembros del Tribunal hemos coincidido en la disposición a 

investigar e incorporar a las actuaciones todos los elementos de 

prueba posibles…”. 

 

El 29 de agosto de 2005 la Cámara Federal dictó el 

plenario 05/05-P en el legajo N°1, «incidente de búsqueda e 

identificación de Alice Domon, Leonnie Duquet y Eduardo Gabriel 

Horane»;  en los considerandos se lee: “…Que en ese marco de 

actuación reciente […] …llevó a que esta Cámara ordenara la 

rectificación de las partidas de defunción…”. “…Que luego de un 

detallado análisis antropológico forense sobre siete esqueletos 

exhumados […] cuyas conclusiones este Tribunal valoró…”. 

 

Tal como se observa, el rol de investigación que 

ilegalmente reservó para sí la CF, impidió el ejercicio del derecho de 
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defensa de los imputados, quienes sólo podrían haberlo ejercido en el 

ámbito del JF N° 12, pues nunca fueron notificados de la 

investigación paralela que realizó esa Cámara, y el recurso del 

imputado Scheller fue rechazado expresando, como vimos, “…no hay 

cuestión en trámite ante este Tribunal”. Independientemente de la 

intención de la Cámara Federal de intervenir en favor del 

esclarecimiento de los hechos, no parece jurídicamente coherente 

haberse desprendido de la sustanciación de las causas y continuar 

investigando en la materia en forma paralela,  

 

El valladar a los peritos de parte no fue obrado 

únicamente por la Cámara Federal, pues el Juzgado Federal nro. 12 

estaba al corriente de los avances en la investigación que  ilegalmente 

sustanciaba la CF, pero en ningún momento las defensas fueron 

notificadas.  

 

Con el fundamento de la complejidad de la causa 

761, devenida en 14217/2003 al pasar al Juzgado nro. 12, los autos 

principales se fotocopiaron parcialmente y se incoaron diferentes 

procesos, en las que se sustanciaron nuevas líneas de investigación 

con la misma plataforma fáctica pero analizada desde otro punto de 

vista. Así fue como surgieron las subcausas Chacras, Chacritas, 

bienes, bebes, Walsh, monjas, etc., son algunos de los nombres 

coloquiales de causas, arbitrariamente  desglosadas de autos 

principales fueron elevadas a instancia oral atentando contra la unidad 

que debe primar en todo juicio oral. Situación que puede conllevar el 
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riesgo del estrépito judicial al arribarse a dos conclusiones 

contradictorias respecto de un mismo o análogo objeto procesal, lo 

cual configuraría la causal de mal desempeño de la función judicial, 

Art. 53 CN. 

 

Tan arbitraria fue la división consumada en primera 

instancia, que el TOF 5 se vio en la necesidad de unificar lo que nunca 

debió ser dividido. Pero lo obrado tiene otras consecuencias. En 

primer lugar se mantiene a los imputados en estado de juicio 

permanente, y a nadie escapa que en esa situación nunca alcanzan 

ninguno de los beneficios previstos por ley.  

 

En segundo lugar, habiendo tantas causas abiertas 

con cientos de miles de fojas que atentan contra el principio de 

celeridad procesal [Art 7 inc.5 CADH] para hechos pertenecientes a 

una misma plataforma fáctica, es muy fácil glosar fojas en expedientes 

que pasan desapercibidos a la vista de las defensas.      

 

Retomando el relato de la cuestión que traigo a 

conocimiento de esta judicatura, veintitrés meses después de ordenar 

el envío de las causas a sorteo, el EAAF y la Cámara Federal “habían 

identificado”, -con ADN incluido y entrega de los restos a sus 

familiares-,  al «Grupo de Santa Cruz». Tan sorprendente eficiencia 

dejó una vez más sin derechos a los imputados. La CF no se sintió 

obligada por el Art. 258 del CPP y el JF N° 12 tampoco, porque 
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técnicamente no estaba investigando, sólo era un mero receptor de lo 

que otro tribunal sustanciaba. 

 

Por ello considero necesario la transcripción de lo 

dispuesto por el CPPN, en su artículo 258 del CPP establece: “El juez 

designará de oficio a un perito, salvo que considere indispensable que 

sean más. Lo hará entre los que tengan el carácter de peritos 

oficiales; si no los hubiere, entre los  funcionarios  públicos que, en 

razón de su título profesional  o  de  su competencia,  se encuentren  

habilitados  para  emitir  dictamen  acerca  del  hecho  o  

circunstancia  que se quiere establecer…”.“…Notificará esta 

resolución al ministerio  fiscal, a la parte  querellante y a los 

defensores antes que se inicien  las operaciones  periciales, bajo pena 

de nulidad, a menos que haya suma  urgencia  o  que la indagación 

sea extremadamente simple….”. 

 

Es evidente que esta ingeniería judicial, 

instrumentada por los integrantes del EAAF-LIDMO y muy 

especialmente por “Maco” Somigliana, tuvo sus consecuencias y para 

ello nada mejor que reproducir parcialmente la declaración testimonial 

prestada en la causa 1270 por la vicepresidente del EAAF, Patricia 

Berardi quien dijo: “…En casos de violaciones a los DDHH de la 

década del ‘70 no hay peritos oficiales. El equipo es nombrado por 

jueces, Cámara Federal o Cámara Nacional como peritos que 

pueden realizar estas tres etapas de trabajo sin necesidad de tener 

una custodia…”. “…A preguntas si ha sido alguna vez o es perito 
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oficial respondió: NO”. “A preguntas si durante los trabajos que 

realizó había peritos oficiales respondió: NO”. A preguntas si hubo 

algún otro perito, dijo: “NO, éramos nosotros”. A preguntas si al 

realizar los trabajos que describió  prestaron previamente juramento y 

ante quién, dijo: “No es la palabra juramento si es por escrito el 

nombramiento de la Cámara Federal para realizar los trabajos tanto 

de exhumación como de laboratorio…”. 

 

A fin de evidenciar las consecuencias jurídicas de 

dicha declaración, puedo citar, por ejemplo, el comentario al CPPN de 

Di Masi-Obligado quienes señalaron al referirse al art. 258 CPPN: 

“..Por ser el perito un auxiliar del juez en el objetivo de hallar la 

verdad material, su designación le corresponde a éste de acuerdo con 

las indicaciones de la norma…”. “…Hecho el nombramiento, el 

magistrado notificará esta resolución al ministerio fiscal, a la parte 

querellante y a los defensores antes de que se inicie la labor pericial, 

bajo pena de nulidad,…”. “…a menos que haya suma urgencia o que 

la indagación sea extremadamente simple, y ello a fin de que 

propongan puntos de pericia o peritos de parte (conf. Art 259)…”. 

“…De manera tal que siempre se deberá tratar de notificar a las 

partes  antes de realizarse una pericia y considerar la urgencia con 

suma restricción, tanto más si la diligencia por su naturaleza no 

puede ser reproducida….”. (pág. 322). Destaco que uno de los 

escritores es el juez Daniel Obligado integrante del TOF 5, que se 

encuentra juzgando la causa “ESMA” en sus distintos tramos. 
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A fs. 421 vta., el informe al Tribunal en pleno 

(Cámara Federal), [glosado en autos del L.111] expresa:  

“…Advertido de la magnitud de la labor puesta en marcha, de la que 

no se podía avizorar términos para su conclusión y contemplando la 

necesidad de contar con especialistas idóneos para confeccionar 

conclusiones específicas en la materia,…”. “…se solicitó que el 

Equipo Argentino de Antropología Forense, asistiera en forma 

permanente, colaborando en la selección, clasificación, verificación, 

etc., de todos aquellos elementos de juicio existentes que pudieran 

agregarse…”.“…Atento a lo manifestado por el EAAF encomiéndese 

a sus integrantes (…) la exhumación arqueológica y el retiro, para su 

estudio,…”.  

 

Tal como se observa, los miembros del EAAF-

LIDMO,  sin haber jurado como peritos oficiales y sin otro 

mandato que el surgido del exceso de protagonismo de la Cámara 

Federal, tomaron a su cargo la exhumación, el traslado, y los estudios 

posteriores de los esqueletos, sin cadena de custodia que exige el 

detalle de todos quienes intervienen en el proceso de recolección y 

manipulación de la evidencia.  Informan que “…retiraron cuatro (4) 

esqueletos para su estudio, los cuales fueron colocados en cajas de 

cartón y serán trasladados por el equipo al Laboratorio de Capital 

Federal…”. 
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A dicha ilegalidad agregamos que tampoco se dejó 

constancia del especialista responsable de la reconstrucción de los 

esqueletos en el laboratorio, ni se rubricaron las fojas de los informes 

del EAAF glosados en los respectivos expedientes, Pese a que la 

planilla del EAAF-LIDMO prevé el lugar donde deben consignarse 

tales datos, tal como podrán apreciar de la lectura del documento que 

copia a continuación 
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El CPPN, en cuanto a la custodia de la evidencia la 

ley establece: “Art. 233. - Los efectos secuestrados serán 

inventariados y puestos, bajo segura custodia, a disposición del 

tribunal. En caso necesario podrá disponerse su depósito. El juez 

podrá ordenar la obtención de copias o reproducciones de las cosas 

secuestradas cuando éstas puedan desaparecer, alterarse, sean de 

difícil custodia o convenga así a la instrucción…”.“Las cosas 

secuestradas serán aseguradas con el sello del tribunal y con la firma 

del juez y secretario, debiéndose firmar los documentos en cada una 

de sus hojas. Si fuere necesario remover los sellos, se verificará 

previamente su identidad e integridad. Concluido el acto, aquéllos 

serán repuestos y de todo se dejará constancia…”. 

 

El Sr. Fondebrier, directivo del EAAF, convocado 

como testigo en la causa 1270 (TOF 5), a preguntas acerca del estado 

de las instituciones forenses de la Argentina respondió: “…El atraso 

forense es importante en este país…”. 
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Las afirmaciones de los titulares del EAAF 

transmiten la sensación de que la justicia no está capacitada para 

realizar prácticas forenses en exhumaciones donde participen otras 

disciplinas diferentes a las de los médicos forenses. Sin embargo, en la 

causa “Fátima”, por ejemplo, se glosa la intervención  de peritos del 

Cuerpo Médico Forense quienes tomaron los recaudos de ley con 

respecto a las evidencias analizadas como se aprecia a continuación.
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Ahora bien, para la exhumación de un cuerpo 

humano llevado al cementerio por un bombero, e inhumado en una 

sepultura individual, no es necesario un equipo de antropólogos 

forenses, porque en este caso en particular se trata de una 

identificación que se terminará realizando con una prueba de ADN.  

En consecuencia, no existía necesidad de nombrar a una ONG en 

reemplazo de peritos oficiales o de parte, capacitados para realizar 

tareas de exhumación sin violar los derechos de las partes.  

 

Como ya mencioné, las primeras actividades 

jurisdiccionales tendientes al hallazgo de las “monjas francesas” y 

demás integrantes del “Grupo Santa Cruz”, se remontan a los 

primeros tiempos del gobierno del Dr. Alfonsín. Así es como, el 

cuatro de enero de 1984 declaró ante el juzgado en lo penal N° 1 de 

Dolores Prov. de Bs. As. el intendente de Gral. Lavalle, Eladio Zuetta 

en la causa que lleva su nombre [fs. 25] diciendo: ”… Al hacerse 

cargo del municipio se interesa por los libros del cementerio y ve con 

sorpresa que en una fosa habían sido inhumados once cadáveres en 

forma conjunta, circunstancia que lo llevaron a realizar una 

denuncia…”. 

 

La hipótesis de que podrían pertenecer al grupo de 

Santa Cruz empezó a fortalecerse y como veremos algunos actos 

procesales comenzaron a orientar las evidencias en esa dirección y 

seis días después, el 10 de enero de 1984 [fs. 34], se constituyó en el 

cementerio de Gral. Lavalle el juez  Miguel Villasol del Juzgado en lo 
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Penal N°1 de Dolores, el intendente de Gral. Lavalle Eladio Zuetta y 

el comisario Emilio Ortiz  procediéndose al retiro de 16 bolsas con los 

restos de los cadáveres exhumados de  la fosa N° 20 sección B cuadro 

5, sin la necesidad de ningún antropólogo.  

 

Esos restos mortales fueron enviados a la Suprema 

Corte de la provincia para ser analizados, regresaron nueve años 

después el 31 de mayo de 1993, para ser nuevamente inhumados en el 

cementerio de Gral. Lavalle, en esta oportunidad en el lote 5 N° 39 [fs 

391 y ss causa 47.265 Zuetta] sin poder vincularlos al “Grupo de 

Santa Cruz”. Así finalizó el primer intento de imputar los cadáveres 

de Gral. Lavalle a la ESMA, pero la idea quedó latente esperando la 

intervención del EAAF en 2004. 

 

De acuerdo con la  información  disponible en las 

causas 44.216, 44.180, y en el resumen de la causa 33.411 (debido a 

que esta última “se extravió”) glosado a fs. 179, y el listado de causas 

NN a fs. 190, ambos del expte. “Zuetta”, a partir de falsas 

informaciones, los hallazgos de cuerpos en las playas bonaerenses se 

adjudican a Duquet,  Auad y Ballestrino de Careaga.  

 

La llegada de los cuerpos a la playa puede resumirse 

de la siguiente manera: e1strino 

1.-Causa 33.411, con fecha de hallazgo el 11-01-78, 

se atribuye a  Ballestrino de Careaga. 
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2.- Causa 44.216, con fecha de hallazgo del cuerpo, 

el 21-12-77, se le asigna a Leonie Duquet 

3.- Causa 44180, con fecha de hallazgo el 20-12-

77indica el EAAF que corresponde a Ángela Auad.   

 

Sin embargo, el informe de la necropsia glosada en 

autos de la causa 44.180, corroborado por la descripción y fotografías 

tomadas de las manos del cadáver determinaron que se trataba de un 

NN masculino, (posteriormente adjudicado como perteneciente a 

Ángela Auad), y el médico interviniente retrotrajo la fecha de muerte 

a 15 días a la del hallazgo. 

 

En efecto, tal como se mencionó teniendo en cuenta 

el informe obrante a fs. 7 de los autos de la causa 44.180, en los que se 

glosa la autopsia de la presunta Auad, se consigna, como fecha 

presunta de su muerte, 15 días antes del hallazgo de los restos, frente a  

Lucila del Mar. La autopsia también señala que el cadáver 

correspondía a una persona de unos 25 años de edad.
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Por lo tanto, la presunta Ángela Auad habría 

fallecido aproximadamente el día 6 de diciembre  de 1977, es decir 

dos días antes de su privación de libertad. 

 

Surge el siguiente interrogante: ¿Estaban los cuerpos 

en un proceso de degradación biológica tan avanzado como para que 

los médicos intervinientes estimasen la muerte 15 días antes a su 

hallazgo en la playa?  

 

La respuesta la brindan los informes de los médicos 

que realizaron la autopsia de los cuerpos hallados en las playas 

bonaerenses y posteriormente adjudicados a Duquet y Auad. Al 

respecto se menciona: 

1.- Causa 4416 atribuída a Duquet: “…La 

putrefacción  de órganos internos, impide el estudio y examen de los 

mismos […] cadáver en estado de maceración y putrefacción de 

vísceras…”. (20-12-77 Dr. Roberto  Dios  fs. 7 causa 44.216). 

2.- Causa 44180 cuyo cadáver fue asignado a Auad 

dice: “…al momento de su examen pre-sentaba un estado de 

putrefacción, fermentación y principio de licuación…”.  (21-12-77 

Dr. Bertolotti fs. 7 vta. Causa 44.180) 

  

Al analizar la totalidad de las actuaciones incoadas 

en las que la defensa no tuvo participación alguna, advertimos que, 
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el 25 de enero de 1984 en la causa Zuetta declaró el bombero Jorge 

Gentilezza [fs. 43]  presente en la época de los hechos quien: 

“…recuerda haber actuado a pedido de la policía del lugar o sea 

Santa Teresita conjuntamente…” “… con sus superiores  en levantar  

los cuerpos de cadáveres en estado de descomposición  y en algunos 

casos faltándoles las extremidades o cabeza como así también las 

manos…”. 

 

En la misma oportunidad declaró Mario Abel Cavo 

[fs. 42] jefe del cuerpo de Bomberos Voluntarios  de Santa Teresita, 

quien dijo: “…a partir del 20 de diciembre de 1977 el cuerpo de 

Bomberos fue requerido[…] para levantar cadáveres  en pleno estado 

de descomposición que arrojaba el mar a la playa…”. Lo propio 

efectuó el segundo jefe de dicho cuerpo, Darío Avelino Vázquez, 

quien afirmó [fs. 40] que: “…entre los años 1977 y 1978 empezaron a 

aparecer sobre la costa cadáveres en estado de descomposición con 

más de treinta días de estar en el agua…”. A fs 42 lo hizo Luis 

Alberto Vellutti quien perteneció al cuerpo de Bomberos de Santa 

Teresita en la época de los hechos: “… a mediados del mes de 

diciembre del año 1977 empezaron a aparecer en las costas de Santa 

Teresita y Mar del Tuyú y Las Toninas cadáveres en estado de 

descomposición…”.  

 

Considero que a los efectos de tener una mayor 

aproximación a la datación de la fecha de muerte en relación al estado 

de los cadáveres, debemos recurrir a la opinión de los profesionales 
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especializados. Para ello abrevamos en las pág 43-49 de los 

“Cuadernos de Medicina Forense,” Año 2 N°2 los Dres. Fernando 

Trezza y Oscar Lossetti desarrollan el tema «Muerte por Sumersión, 

Características de la Autopsia»,  en el punto «Signos de inmersión» 

expresan: “…el hallazgo del cuerpo se produce en general más 

tardíamente que en otros medios, permitiendo alcanzar grados de 

putrefacción más avanzados…”. […] “en los cuerpos que 

permanecen durante un cierto tiempo en un medio líquido se instala 

un fenómeno característico conocido como maceración 

epidérmica…”.  

 

El Dr. Héctor Osvaldo Vázquez Fanego en el punto 

“MACERACIÓN DE MANOS Y PIES”, correspondiente a su obra 

“Investigación Médico Legal de la Muerte” (edit. ASTREA, edic. 

2004) expresa: “…En el caso de los muertos  que han permanecido 

un cierto tiempo en el agua, la piel  de las manos…”. “…y los pies 

toma el aspecto de lo que se da en llamar  «mano de lavandera». A 

los ocho días  parece como cubierta de yeso  y a los 15 ó 21 días se 

desprende como un guante …”.(ob cit. pág.35). 

 

El estado de las manos del cadáver, confirman que 

pertenecía a una persona fallecida al menos 15 días antes de su 

hallazgo. Ello motivó que en el acta de defunción nº 173 atribuida a 

Auad por el EAAF-LIDMO, se haya consignado como la fecha 

presunta de fallecimiento el 6 de diciembre de 1977. Las evidencias de 

la causa 44.180, donde se consigna la información del profesional que 
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vio y estudió el cuerpo, así como el estado de las manos, permiten 

concluir que esa persona masculina devenida en Auad falleció el 6 de 

diciembre de 1977, dos días antes de ser detenida el 8 de ese mes.  

 

Además consta, en la causa 44.180, que al momento 

de realizarse la autopsia, en el año 1977,  del cadáver atribuido a Auad 

en 2004, se seccionaron las manos y se enviaron al laboratorio de 

necropapiloscopía de La Plata donde se levantó una ficha 

dactiloscópica, pero la identificación resultó negativa. 

 

En dicha pericia (90/77), realizada el  2 de enero 78, 

se expresa [fs. 17 vta.]: “…La Dirección de Antecedentes Personales 

de esta Policía, negativo, no registra antecedentes...”.  

 

Sin embargo Ángela Aguad poseía antecedentes: 
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Es evidente que Ángela Auad -incluida en el Dto. 

1478/75, registraba antecedentes, consecuentemente, al cotejarse las 

huellas de la pericia 90/77 con los archivos de la Dirección de 

Antecedentes Personales, debió dar positivo, por lo que nos lleva a 

plantear la primera duda respecto de la identificación de aquella, por 

lo que podríamos sostener como hipótesis es que la dactilar relevada 

por el laboratorio en 1977 no correspondía a Ángela Auad. 

 

En el año 2004, a pesar del informe negativo 

respecto de las huellas recogidas del cadáver, el EAAF, solicitó a la 

Cámara Federal una nueva pericia proveyendo el nombre de la 

persona con cuyas huellas debía realizarse el cotejo dactiloscópico, 

cuyo resultado se corresponde con un informe del Laboratorio de 

Necropapiloscopía de dudosa credibilidad tal como desarrollaré más 

adelante.  

 

Con el resultado de esta nueva pericia, el TOF 5, en 

su anterior conformación, dijo: “…Para una mayor comprensión, 

podemos afirmar que los restos mortales de Ángela Auad fueron 

identificados, el 12 de noviembre de 2004, por el Laboratorio de 

Investigaciones Necropapiloscópicas de la Policía de la provincia de 

Buenos Aires…”. 
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Patricia Bernardi (integrante del EAAF), en la causa 

ESMA 1270 dijo: “…Cuando nosotros accedemos a los expedientes a 

través de la Cámara Federal observamos que adjunto a dichos 

expedientes había un juego de huellas dactilares y eran las que se le 

habían tomado al cadáver en el año 1977…”. “…El equipo desde 

hace unos años cuenta con todas las huellas dactilares de las 

personas desaparecidas con las cuales realizamos una clasificación 

primaria…”.“…y están ingresadas en nuestras bases de datos […] lo 

que hicimos es un cotejo dactiloscópico entre esas huellas del año 

1977 con las huellas de aquellas mujeres que habían sido 

secuestradas antes del 21 de diciembre que es cuando se produce ese 

hallazgo…”. “...y por la clasificación primaria salta que se trata de 

Ángela Auad…. Los remitimos al mismo Laboratorio que las tomaron 

en el año 1977, donde ellos confirmaron que precisa-mente 

correspondían a  Auad…”. 

 

Si por la clasificación primaria dactiloscópica, el 

EAAF, sabía que las huellas dactilares del expte. 44.180 

correspondían a Ángela Auad, y no a Ángela Susana Aguad tal como 

erróneamente  figura en el anexo de la CONADEP. Además de ello, 

¿cómo es posible que los rollos microfilmados hayan sido entregados 

a una organización no gubernamental? ¿Qué calidad institucional 

revistió a esta organización no gubernamental para ser depositaria de 

pruebas, registros, documentación, restos óseos que son materiales 

probatorios en causas penales? Además de ello, el EAAF no cuenta 

con peritos en necropapiloscopia por lo que, con qué rigor científico 

pudieron determinar las huellas? ¿Con qué base de datos?. Algo huele 
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mal en Dinamarca (William Shakespeare- "The Tragedie of Hamlet, 

Prince of Denmark"- 1601).  

 

La pregunta obligada es ¿por qué el EAAF pidió el 4 

de noviembre de 2004 a la Cámara Federal que se realice el cotejo de 

las huellas obrantes en el expediente con las de Ángela Susana Aguad  

LC 5.098.570 en lugar de las de Ángela Auad? pues se supone que 

este último es el nombre de la persona que ellos habían previamente 

identificado. Al comparar la ficha dactilar levantada en 1977 por el 

Laboratorio de Investigaciones Necropapiloscópicas de La Plata, [fs. 

54  expte. L111], con la ficha que consta en el expediente original 

44.180, surgen notables inconsistencias, pese a que deberían ser 

coincidentes.  

 

Al ampliar la dactilar atribuida a Auad, levantada en 

1977 por el laboratorio de necropapiloscopía de la policía bonaerense, 

se observan ciertas irregularidades, que pueden apreciarse de las 

fotocopias que se agregan como anexo nro, 
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Consta a fs. 246 del legajo de Cámara L111 la 

pericia 93/04 realizada por el laboratorio de necropapiloscopía de La 

Plata, cotejándose la ficha original, levantada por ese laboratorio en 

1977 y la copia de la ficha del Registro Nacional de las Personas. 

Tal como lo afirma dicha pericia. 
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Una pericia sin firma del perito: 

El Art. 254 1ra parte CPPN dice: “…Los peritos 

deberán tener título habilitante de tales en la materia a que 

pertenezca el punto sobre el que han de expedirse y estar inscriptos 

en las listas formadas por el órgano judicial competente…”. 

La  pericia de las huellas de Auad realizada en 1977 

[90/77], a diferencia de la efectuada en 2004, lleva la  firma del perito 

que la realizó. Esta diferencia metodológica surge de comparar la 

pericia que nos ocupa con otra similar, del mismo laboratorio llevada 

a cabo el 14 de enero de 2005, (sesenta días después de la pericia de 

Auad), en la que, el oficial Girotti a cargo de la sección laboratorio, 

ordenó la realización de la pericia de Fondovilla siguiendo el correcto 

procedimiento administrativo, tal como se desprende de la copia que 

se acompaña e identifica con el nro.     y que resulta la práctica 

reiterada por este oficial en las pericias: 54/05 glosada a fs. 133, 59/07 

glosada a fs. 605, y 58/07 glosada a fs. 621 todas del Legajo 16 de la 

Cámara Federal. De allí se extrae que, todos los informes periciales, 

tienen una carátula donde se consigna, entre otros datos, el Nº de 

pericia y el nombre del perito actuante y, abajo, el oficial Girotti firma 

como jefe. 

 

S.S. se preguntará qué hizo el MPF al respecto, pues 

ineludiblemente debió controlar esa prueba. Ante este dilema 

considero que resulta aleccionador recordar las obligaciones que les 

asigna la ley 27.148-MPF-“Artículo 1º-: Misión general. El 

Ministerio Público Fiscal de la Nación es el órgano encargado de 
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promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y los 

intereses generales de la sociedad. En especial, tiene por misión velar 

por la efectiva vigencia de la Constitución Nacional y los 

instrumentos internacionales de derechos humanos en los que la 

República sea parte y procurar el acceso a la justicia de todos los 

habitantes”. Artículo 2º-: Funciones en defensa de la Constitución y 

los intereses generales de la sociedad. Para garantizar la efectiva 

vigencia de la Constitución Nacional y los instrumentos 

internacionales de derechos humanos en los que la República sea 

parte, el Ministerio Público Fiscal de la Nación deberá:…”.Artículo 

9º-: Principios funcionales. El Ministerio Público Fiscal de la Nación 

ejercerá sus funciones de acuerdo con los siguientes principios: 

Unidad de actuación: el Ministerio Público Fiscal de la Nación es 

una organización jerárquica cuya máxima autoridad es el Procurador 

General de la Nación. En su actuación es único e indivisible y estará 

plenamente representado en la actuación de cada uno de sus 

funcionarios.”…. “…Cada funcionario controlará el desempeño de 

quienes lo asistan y será responsable por la gestión de los 

funcionarios a su cargo. Éstos actuarán según las instrucciones 

impartidas por sus superiores y conforme a lo previsto en esta ley…”. 

“c)  Respeto por los derechos humanos: desarrollará su actuación de 

acuerdo con los principios, derechos y garantías establecidos en la 

Constitución Nacional, los tratados y convenciones internacionales, 

respetando los derechos humanos y garantizando su plena vigencia”. 

d) Objetividad: requerirá la aplicación justa de la ley, procurando el 

resguardo equilibrado de todos los valores y principios jurídicos 

vigentes y el ejercicio racional y ponderado del poder penal del 

Estado”….“i) Transparencia: sujetará su actividad a pautas de 
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transparencia, informando los criterios que orientan la persecución y 

selectividad penal, los objetivos anuales propuestos y los resultados 

de su gestión, de tal manera que se pueda evaluar el desempeño de 

sus funcionarios y de la institución en su conjunto”.“j) 

Responsabilidad: los integrantes del Ministerio Público Fiscal de la 

Nación estarán sujetos a la responsabilidad administrativa y penal 

correspondiente”. De la lectura de las obligaciones del MPF 

comprobamos una ausencia llamativa del mismo y un claro 

incumplimiento de sus misiones y funciones. 

 

Entonces, a esta altura del relato se aprecia la 

existencia de una dudosa pericia que arroja, como resultado, que 

aquellas huellas tomadas a un cadáver en el año 1977 y que fueran 

peritadas en aquel tiempo con resultado negativo (pericia 90/77), 

ahora develan que se trataría de Ángela Auad.  

 

El 18 de julio de 2014  la Cámara Federal en el 

marco del legajo L6 [fs. 7594] pidió al laboratorio de 

necropapiloscopía de La Plata el listado de casos  NN con rasgos 

papilares recuperados total o parcialmente, cuyos cuadros se agregan a 

continuación. Del mismo se puede extraer que la pericia negativa de 

1977 desapareció. Podrá pensarse que puede estar mencionada en la 

página siguiente, sin embargo, al leer las realizadas durante 1978, 

…tampoco aparece mencionada, por lo que surgen mayores dudas o 

indicios de la posible adulteración de los resultados.   
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Al momento de realizarse la segunda pericia 

dactiloscópica en el marco del L.111 en 2004,  no deja de llamar la 

atención  el pedido de Carlos “Maco” Somigliana a la Cámara Federal 

al solicitar que un integrante del EAAF entregue el pedido y retire la 

pericia dactiloscópica de las manos de Girotti. 

 

 

No es la única actividad que se le autoriza al EAAF 

en la manipulación de pruebas pues, lo propio también ocurrió con las 

muestras de sangre del Sr. Jeanningros enviadas por DHL desde 

Francia  para cotejar el ADN de Duquet. El EAAF pidió a la Cámara 

Federal y esta autorizó, oficiando  al jefe de la Aduana de Ezeiza para 

retirar dichas muestras y enviarlas al LIDMO, laboratorio “asociado” 

con la asociación civil. 

 

Recapitulando, hay una pericia obrante en la causa 

judicial 44180 nro. 90/77 cuyo resultado era negativo y que al año 

2014 “no se encuentra registrada” en el listado requerido por la 

Cámara Federal y existe otra pericia que no cumple con el 

procedimiento habitual cuyo material le fue autorizado al EAAF para 

retirar la planilla original del expediente, llevarla al Laboratorio de 

Necropapiloscopía de la Policía Bonaerense y retirarla de allí por estas 
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personas que no son empleados ni funcionarios oficiales y cuyo 

resultado sostiene que pertenecen a Ángela Auad, cuyas copias se 

adunan como documentación nro.  

 

De la simple apreciación de ambos formularios 

surge que no son iguales los formularios, a pesar de que se trataría uno 

de la copia fotostática del otro. Podrá leerse que en uno de ellos reza 

“PROVINCIA DE BUENOS AIRES – POLICÍA” y en el otro 

“PROVINCIA DE BUENOS AIRES – MINISTERIO DE 

GOBIERNO – POLICÍA”. 

 c. 44180 

L. 111 fs.246.  
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El Decreto-Ley 8686/76 del 28 de diciembre de 

1976 (ley orgánica de la Policía) establecía: “Artículo 12- La Policía 

de la Provincia de Bs. As. , dependerá del Poder Ejecutivo Provincial, 

recibiendo los mandatos del mismo…”. 

 

El 3 de junio de 1980, por el Art. 16  decreto-ley 

9551/80 cambió nuevamente la dependencia de la Policía de la Prov. 

de Bs As., conforme se desprende del: “Artículo 16 La Policía de la 

Provincia de Bs. As. dependerá del Gobernador, recibiendo los 

mandatos que le sean impartidos a través del Ministerio de 

Gobierno…” 

 

Las evidencias nos llevan a concluir que la dactilar 

atribuida a Auad, cotejada en la pericia 93/04 fue falsificada. Ese es 

el motivo por el cual la ficha del laboratorio necropapisloscópico tiene 

la inscripción Ministerio de Gobierno. Esta afirmación no solamente 

se basa en el formulario (uno debió ser copia del anterior) sino que, al 

pedir los expedientes mencionados a la Cámara Federal, podrán 

apreciar que la textura del papel dentro del formulario del L 111, es 

distinta. 

 

José del Picchia y Celso Del Picchia autores del 

libro “Tratado de documentoscopía, la falsedad documental,” (Edit. 

La Rocca, Bs. As 1993), nos dicen: “…Nada más simple de falsificar 

que un dactilograma […] Experiencias y observaciones prácticas 
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revelan la facilidad con que se puede falsificar las impresiones 

digitales, tanto visibles como latentes…” [pág. 461]. 

Más adelante explica que las únicas impresiones 

indubitables son aquellas que se realizan luego del entintado de las 

huellas digitales de donde se obtiene un dactilograma auténtico. 

 

Hay un personaje que no debe perderse de vista el 

Sr. Miguel Ángel Lauletta, reputado falsificador de la organización 

Montoneros, quien mantuvo su actividad en la ESMA declaró en la 

causa 1270: “…a partir del ‘94, empecé a concurrir al Equipo 

Argentino de Antropología Forense, primero con los pocos datos que 

tenía yo de mi caída…”, “…se iban produciendo y qué estructuras de 

la organización estaban cayendo, en qué fechas. Y a partir de ahí, 

empezar a ver los archivos fotográficos, que ahora eso, mucho más 

importantes que los que había en el 94…”.  “…Le repito, después de 

15 años de trabajo, de golpe, lo que tenemos son 700 compañeros de 

los cuales muchos son una hipótesis…”. 

 

En síntesis: 

Las evidencias ponen de manifiesto: 

1- La Ayudante Perito Cabo 1ª Susana Martínez no 

firmó la pericia  93/04 atribuida a Auad, ni declaró encontrarse bajo 

juramento. 
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2- El informe fue firmado por el jefe A/C de la 

Sección Laboratorio Sergio Girotti quien no acreditó pertenecer al 

cuerpo técnico, ni ser perito. Tampoco designó secretario de 

actuación. 

3-La ficha dactilar original de ese laboratorio con 

la que se realizó la pericia, fue adulterada. Ello surge de la 

inscripción “Ministerio de  Gobierno” impresa en el encabezamiento 

de la ficha y por el hecho de que la  la Policía de la provincia no 

dependía del Ministerio de Gobierno en el momento en que se 

levantó dicha ficha en 1977, tal como se comprueba en otras fichas 

confeccionadas en la época.   

4-Al ampliar la mencionada ficha se comprueba 

que existen diferencias de textura en el papel. 

5- La ficha original del laboratorio tampoco 

coincide con la ficha glosada en la causa, cuando una debería ser 

copia de la otra. 

6- El informe técnico pericial original (90/77) no 

figura entre el listado de pericias realizadas por el laboratorio de 

necropapiloscopia a cuerpos NN  entre 1976 y 1983 por la Policía de 

la provincia  (fs. 7601 L6), a pedido de la CF en 2014. 

 

Rendidos ante la palmaria evidencia de la 

falsificación de esta prueba, surge una incógnita: ¿Descansaban los 

restos de Auad donde dijo el EAAF? Veamos: 
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A fs. 28 del expte. Zuetta  se glosa la declaración de 

Néstor Montenegro del 30 de diciembre de 1983 quien manifestó: 

“….Que el compareciente es empleado de la Municipalidad de Gral. 

Lavalle desde el año 1969 y haciéndolo como Encargado del 

Cementerio.[…]” “…que las inhumaciones que se efectúan en el 

cementerio el dicente las hace efectivas mediante la presentación de 

las licencias respectivas…”“…Que una vez que recibe dicha licencia 

el compareciente las lleva a la Oficina de Catastro del Municipio 

[…]”“…Que el libro que se anotan o se registran las anotaciones por 

lo general está en la Oficina de Catastro. Que el dicente nunca hizo 

anotaciones en libro alguno…”. 

 

A fs. 12 Juan Domingo Montenegro empleado 

municipal desde 1968 a cargo del libro «Registro de Inhumaciones» 

desde 1979, a quien se le pone a la vista el libro «CEMENTERIO» de 

la Municipalidad de Gral. Lavalle, manifestó: “…que al mismo lo 

conoce, que las anotaciones de inhumación son registradas por un 

empleado de la Municipalidad llamado Eduardo Casale y este 

empleado lo hace a título de colaboración o sea [Néstor] Montenegro 

quien lleva los datos en borradores dado su deficiente caligrafía…”. 

En relación con los datos del libro expresa: “…Que los mismos han 

sido volcados  de otro que se halla deteriorado. […]…el mismo se 

empezó a llenar desde hace más o menos seis meses por el empleado 

Casale”. “…Que en consecuencia el dicente manifiesta que los 

antecedentes reales sobre las inhumaciones son las que se registran 

en las licencias de inhumación respectivas…”.  
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Según los dichos de los testigos se concluye que: 

-El libro de registro de inhumaciones llamado 

«Cementerio» se encontraba en catastro de la municipalidad de Gral. 

Lavalle. 

-El encargado del cementerio Néstor Montenegro 

obtenía la licencia de inhumación del Registro Provincial de las 

Personas  y las llevaba a catastro para que un empleado de buena 

voluntad [Sr. Casale] asentara los datos en el libro «cementerio» 

debido a su mala caligrafía. 

-El libro «Cementerio» se rehízo en julio de 1983. 

-Los antecedentes reales sobre las  inhumaciones son 

las que se registran en las licencias de inhumación. 

 

Las hipótesis del EAAF ensayadas, -con éxito hasta 

el presente-, son:  

-En la causa 1270 Patricia Bernardi dijo: “…El 

trabajo del equipo […] lo dividimos en tres etapas, la primera la 

investigación preliminar que es relevar todas las fuentes escritas…”-

“…tanto causas judiciales como libros del cementerio, acta de 

defunción para poder elaborar hipótesis sobre las posibles 

identidades de las personas que vamos a exhumar…”.  

-Informe del EAAF a la Cámara fs. 760 vta  L. 111 
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-En el mismos sentido que el EAAF, en el informe al 

pleno del Tribunal del 4 de julio de 2005 glosado a fs. 434 del L 111 

se lee: “…las constancias de la causa 44.180 y la mención de ésta en 

el Libro de Inhumaciones permite establecer la relación entre el acta 

173, la referida causa, la pericia 90/77 y la sepultura 20…”.  

 

 

Siguiendo el razonamiento del EAAF y aceptado sin 

cortapisas por la Cámara Federal, el acta 173, se corresponde con: 
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-sepultura 20, -causa 44.180-, fecha del 21/12/77, y 

corresponde a Ángela Auad.  

De manera gráfica puede representarse un croquis de 

sepultura como se indica a continuación:  

 



42 
 

42 
 

Sin embargo, al recurrir a la misma información con 

la cual el EAAF construyó las hipótesis de trabajo, nos encontramos 

 

 

Documentación Cementerio: 

 

 

Vimos que el EAAF y la CF atribuyeron al acta 173, 

la causa 44.180, la sepultura 20, la fecha 21/12/77, donde habría sido 

inhumada Ángela Auad. Sin embargo toda la documentación es 
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concordante en vincular la sepultura 20 con el acta 179, la causa 

44.180 y la fecha del 29/12/1977.  

 

En consecuencia, la pregunta obligada es ¿cómo 

llega la Cámara Federal, en base a la información del EAAF, arriba a 

la conclusión de que el cuerpo atribuido a Auad se encontraba en la 

sepultura 20, como indica la documentación de Gral Lavalle? La 

respuesta se encuentra a fs. 30 de la causa 44.180, donde un 

funcionario municipal, Juan Iriberri, dio fe del lugar de inhumación de 

los restos correspondientes a esa causa atribuidos a Ángela Auad. 

 

Sin embargo, Juan Iriberri, para dar fe del lugar de 

inhumación del cuerpo de la causa 44.180 (Auad), debió recurrir al 

libro de inhumaciones (“Cementerio”) y corroborar con la licencia de 

inhumación en la cual se consigna una fecha de inhumación diferente 

y otra ubicación catastral. En la foja referida se consignó el 23-12-77 

como fecha de inhumación de Auad, mientras que en el acta de 

defunción, la licencia de inhumación y el libro «Cementerio» son 

coincidentes en afirmar que la fecha de inhumación fue el 29-12-77, 

fecha que la Cámara reservó para Ballestrino de Careaga. Tanto en la 

causa 44.180 [Auad] como en la causa 44.216 [Duquet] se glosa una 

foja firmada por Juan Iriberri cuya finalidad es establecer el lugar de 

sepultura.  
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Obsérvese que el cementerio depende de Catastro de 

la Municipalidad pero, Juan Iriberri, es el encargado de la oficina de 

guías. Al ampliar los sellos que acompañan la firma de Iriberri en 

ambas causas [44.216 Duquet y 44.180 Auad] se observa que, en 

ambas causas las notas de la municipalidad consignan Oficina de 

Catastro, pese a ello las firmas el encargado de Guías.  

 

El 19 de diciembre de 1983, a fs. 14 de la causa 

Zuetta, declaró Juan Iriberri  titular de la firma de las fojas que ubica 

el lugar de inhumación de Duquet y Auad  glosadas en las causas 

44.216 y 44.180 y a preguntas acerca de sus tareas dijo: “…Que 

cumplió funciones  en la oficina de catastro y cementerio desde 

aproximadamente el año 1974 a noviembre  de 1978,…”. Ello lo 

ubica en lugar adecuado para  firmar la nota en estudio; sin embargo 

en otro pasaje de su declaración se contradijo afirmando que: “…El 

compareciente es empleado de la Municipalidad de Gral. Lavalle 

desde el año 1979…”. Según sus dichos, Iriberri, habría comenzado a 

trabajar un año después de haber firmado los oficios incorporados a 

las causas que llevan fecha de inicio el 7 de abril y 13 de marzo, 

ambas de 1978. 

 

Ya hemos visto que Iriberri, encargado de la oficina 

de guías en la época de los hechos, firmó un asunto propio de 

Catastro. En su declaración dijo: “…dado sus tareas específicas en la 

oficina de marcas y señales, colabora con la parte catastral del 

cementerio…”[ver fs. 14 vta expte Zuetta]. 
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Pese a la aclaración no parece razonable que ante un 

pedido de un juzgado en el mes de marzo y abril de 1978, alejado de 

la época de licencias hebdomadarias, una cuestión propia de catastro 

no la firme el Director de Recaudación y Catastro, sino que lo haga el 

encargado de la oficina de guías asentando en el informe al juzgado, 

por dolo o por error  información falsa. Pues como hemos visto, los 

datos asentados en el acta de inhumación, la licencia de inhumación y 

el libro cementerio son concordantes. Todos afirman que la 

inhumación se produjo el 29 de diciembre de 1977,  en el lote B-3-20 

y la licencia de inhumación consigna que corresponde al acta 179. 

 

A mayor abundamiento, Iriberri, en su declaración, 

afirmó: “…Se llevaba un libro especial para el Registro de las 

inhumaciones el que tanto estaba en el cementerio como en la oficina 

de catastro del Municipio. Que las anotaciones las hacía el 

compareciente y a veces otras empleadas que no recuerda el apellido. 

Que además recibían las licencias de inhumaciones las que 

archivaban en la carpeta correspondiente previa anotación en los 

libros…”. 

 

Como se observa Iriberri describe el mismo 

mecanismo de control y registro de las inhumaciones que Montenegro, 

pero cuando el juez le pone a la vista el libro «Cementerio» de la 

Municipalidad de Gral. Lavalle, Iriberri  dijo: “…es la primera vez 

que lo ve…”.  
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Se puede concluir que las afirmaciones del EAAF y 

del pleno del Tribunal del 7/07/05 no tienen respaldo documental 

alguno. La información de los registros consultada por el EAAF y por 

Iriberri confirma que la sepultura 20 se vincula al acta 179. 

  

Consecuentemente en la sepultura 20 no se 

encontraban los restos de Auad sino los atribuidos a Ballestrino de 

Careaga, por lo tanto: Ballestrino  ¿es Ballestrino? 

 

Pasemos a analizar la  “extraviada” causa 33.411. El 

4 de julio de 2005 (fs. 420 de L. 111) el juez Cattani informó al 

Tribunal en pleno: “…pasando al acta 179, […]…la fecha del acta 

permite definir que esta es la mujer aparecida  algunos días más tarde 

que las anteriores, lo cual coincide con la persona que fuera 

inhumada en la sepultura 23, Sector B, Cuadro 3 (ex 2), que, 

conforme  la inscripción en el Libro Inhumaciones, correspondería a 

la causa 33.411.” 

 

Consta en el expediente identificado como L. 111 

que la causa 33.411 se encuentra extraviada, no obstante en un 

resumen de las causas NN glosado a fs. 179 vta. del expte Zuetta de 

mayo de 1984, la secretaria letrada Peralta Calvo consigna: “…causa 

33.411  fecha de iniciación 11 de enero 1978”. 
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Es evidente que la manifestación del 7 de julio de 

2005 de la Cámara Federal vinculando el acta 179 a la sepultura  23 

no sólo resulta inconsistente con la información asentada en la 

documentación que consultó el EAAF, para concluir como lo hizo, 

sino también con la información obrante en la causa Zuetta, de 

quienes tuvieron en sus manos la causa 33.411 antes de su «extravío» 

donde queda claro que la sepultura 23 estaba vinculada al acta 16 y no 

al acta 179. Es posible entonces que la causa 33.411 nada la relacione 

con el acta 179, pero queda claro que donde el EAAF afirmaba que 

fue inhumada Careaga,  según acta 179, en realidad estuviesen los 

restos correspondientes al acta 16. 

 

Todo lo cual podría graficarse como surge del 

cuadro que se acompaña como documentación nro.       , ya que, según 

el EAAF y la Cámara Federal, el  esquema de las sepulturas serían las 

que surgen del mismo. 

 

 En síntesis, podemos concluir que, en los años 

ochenta, la causa 33.411, iniciada el 11 de enero de 1978, estaba 

vinculada a la sepultura 23 y al acta 16 y luego del extravío del expte. 

33.411, el informe del Juez Cattani al pleno de la Cámara, del 4 de 

julio de 2005, dispuso que la sepultura 23 se vinculara al acta 179 

atribuida a Ballestrino de Careaga. 
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Por su parte, la documentación de Gral. Madariaga 

[esto es: el acta de defunción, licencia de inhumación y libro de 

inhumaciones del cementerio], es conteste en relacionar el acta 179 

con la fecha 29 de diciembre de 1977 y la fosa 20 donde, en teoría, el 

EAAF habría exhumado a Auad. Lo dicho nos lleva a concluir que:  ni 

Auad ni Ballestrino de Careaga estaban en las sepulturas encontradas 

y exhumadas por el EAAF.  

 

En este análisis nos formulamos la siguiente 

pregunta obligada es ¿a quién le hicieron la prueba del ADN? 

 

A fs. 28 del expte. Zuetta  se glosa la declaración de 

Néstor Montenegro  del 30 de diciembre de 1983, a preguntas acerca 

de modificaciones en el cementerio respondió: “…que hace 

aproximadamente dos años fue modificado…”.“…el Catastro del 

Cementerio asignándose nuevas asignaciones en los cuadros por lo 

que fueron cambiados los anteriores…”. 

 

El 11 de enero de 1984 en el expte Zuetta [fs. 35 

vta.] Edmundo Ramón Landini declaró: “…que en una oportunidad 

un grupo de madres de plaza de mayo se llegaron hasta el cementerio 

de Lavalle a efectos de si podían tener noticias de sus hijos. Que esto 

fue a fines 78 o principios del 79….”. “…Que en ese momento se 

encontraron donde estaban enterrados algunos cuerpos, pero no 

tuvieron resultado positivo. Que luego el mismo grupo regresó a 
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dicho cementerio en el año 1980 y donde anteriormente les habían 

señalado las tumbas, estas ya no estaban más y los cuerpos habían 

sido trasladados a otro lugar del cementerio…”. A fs. 41  del expte. 

Zuetta se glosa la declaración de  Hugo Cassou empleado del 

municipio  de Gral. Lavalle quien recordó: “…Que el viaje que más 

[cadáveres] llevó fueron ocho y los mismos fueron sepultados en una 

fosa común, sin ninguna protección porque no entraban en ningún 

cajón…”. “…que en otras sepulturas colocaron cuatro cuerpos 

envueltos en lienzos de nylon .En otra oportunidad anterior a las ya 

manifestada colocaron tres cuerpos en una misma fosa en ataúdes  

individuales…”. 

 

A fs. 428 del legajo L111, se glosa el informe del 

juez Cattani al pleno de la Cámara  de fecha 4 de julio 2005,  citando  

la respuesta del intendente  de Gral. Lavalle del 2 de noviembre de 

2004, “…luego de un relevamiento efectuado en el cementerio local, 

se puede aseverar que no se encuentran en los registros…”. 

“…municipales constancia de que los restos de personas no 

identificadas conforme el listado que nos enviaran hayan sido 

inhumados…” [y que] “…en razón del tiempo transcurrido y el 

desconocimiento de reestructuraciones y/o modificaciones en la 

estructura del cementerio que se hayan realizado anteriormente 

(principalmente entre los años 1976 a 1983), no podemos afirmar que 

los restos en cuestión se encuentren inhumados en las secciones, 

cuadros y lotes especificados en el listado…”. [vid fs. 23] 
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Además de los movimientos mencionados por los 

testigos, a fs.  61 del L 111 se glosa  el listado de inhumaciones de 

cadáveres del cementerio de Gral. Lavalle. 

 

A fs. 68 del expte. L111 se consigna un informe del 

EAAF del 4 de enero de 2005, “… como  quedara explicado antes, se 

trataba de corroborar si las sepulturas 17, 18, 19 habían quedado in 

situ sin alteraciones, a pesar de la inhumación  del año 2000, de tres 

personas.[…]”. “…El trabajo permitió comprobar que 

afortunadamente los enterramientos del año 2000 se efectuaron en el 

espacio que existía entre tumbas anteriores….”.Las dudas planteadas 

sobre las inhumaciones no deberían constituir problema alguno, para 

ello están las filmaciones profesionales de la exhumación sin 

embargo…. 
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Un año después, la Universidad de la Plata 

respondió:   

 

Esta defensa pidió, ante la Cámara Federal,  sin 

éxito, el referido DVD. En consecuencia, el Estado se desempeñó 

como productor de un film que respondió a las necesidades artísticas 

de su director, el profesor adjunto Pablo Torello, y no a las exigencias 

de registro de una exhumación forense. 

 

Otro de los interrogantes que en el análisis nos 

planteamos es ¿Pueden arribar cadáveres de un mismo grupo con 21 

días de diferencia, tal como lo consigna la causa 33.411? 

 

Quienes realizaron el armado de la identificación del 

grupo de Santa Cruz, seguramente se formularon una pregunta similar. 

En consecuencia la causa 33.411, vinculada por el EAAF con 

Ballestrino de Careaga, se “extravió” o lo “extraviaron”. 
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Así las cosas, la Cámara Federal, sin referir a la 

causa 33.411, el 7 de julio de 2005 a fs. 1077 del legajo L111 

resolvió: “…II)-Declarar que la persona de sexo femenino cuyo 

fallecimiento fuera inscripto el día 29 de diciembre de 1977, mediante 

acta nro. 179 del año 1977, del Registro Provincial de las Personas 

(…) e inhumada en la sepultura 23 del sector B, Cuadro 3 ex 2 del 

Cementerio Municipal de la localidad citada, es Esther Ballestrino de 

Careaga…”.  

 

Es evidente que la fecha de confección del acta 179  

(29/12/77) era más compatible con la hipótesis del hallazgo de los 

cuerpos, pero para ello debió soslayarse (entre otras irregularidades) 

que la fecha de muerte consignada en ese acta −según el médico que 

intervino− es el 6 de diciembre. Es decir habría fallecido dos días 

antes de ser detenida.  

 

¿Cómo deberían arribar los cuerpos atribuidos a un 

mismo evento? A fs. 26, Mario Abel Cavo  declaró: “…que el 

compareciente se desempeña como jefe del cuerpo de Bomberos de 

Santa Teresita desde el año 1970, o sea de la fecha de su fundación. 

Que la jurisdicción que le compete al citado cuerpo lo es desde el 

norte, localidad de Las Toninas pasando por Santa Teresita, Mar del 

Tuyú y hasta la… línea sur del denominado balneario, «Costa del 

este» se desempeña como jefe del cuerpo de Bomberos de Santa 

Teresita desde el año 1970, o sea de la fecha de su fundación…”.  
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“…La labor del Cuerpo de Bomberos a su mando se 

limitaba a concurrir al lugar de la aparición y previa intervención del 

médico de policía trasladarlos a un local denominado morgue sito en 

la calle 39 esquina 5 de Santa Teresita donde funciona la Unidad 

Sanitaria[…]”. Agrega luego: “…Quiere dejar claro que con fecha 

18 de diciembre de 1978 a las 8.00 hs. el deponente con personal a su 

cargo, concurrió a la denominada morgue y procedió a retirar y 

cargar en un camión del Municipio ocho cadáveres como también ese 

mismo día a las 17 y 30 horas a pedido de Policía de San Clemente 

del Tuyú…”“…y del Hospital de Agudos de la referida localidad 

concurrieron al mismo efecto de cargar en un camión municipal del 

precitado municipio un cadáver que presentaba idénticas similitud a 

los anteriores…”. 

 

Como se observa, los testigos confirmaron que en 

diciembre de 1978 hubo un grupo de cadáveres que arribaron a las 

playas de Gral. Lavalle. Todo lo cual es conteste con el listado de 

inhumaciones de NN a fs. 190 del expte. Zuetta. El listado de causas 

judiciales glosado a fs. 190 del expte. Zuetta, elaborado por el oficial 

instructor conforme a los expedientes incoados con motivos de los 

hallazgos de NN, pone en evidencia cómo sería el arribo a la playa de 

cuerpos susceptibles de pertenecer a un mismo grupo. 

 

Durante el debate en la causa 1270 TOF 5 declaró 

Julia Alderete, enfermera de Sta. Teresita entre 1967 y 2003, quien 

asistió al médico forense Dr. Roberto Dios en las autopsias de cuerpos 
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NN hallados en la playa. A preguntas acerca de cuerpo hallados en 

diciembre de 1977 respondió: “…eran 8 ó 9 cuerpos,  la primera 

tanda…”. Luego agregó:”… al día siguiente 2 o 3…”.A preguntas 

acerca de quienes llevaron los cuerpos, recordó que fueron los 

bomberos y mencionó al jefe Sr. Cavo. Era evidente que Alderete 

estaba recordando el episodio ocurrido en 1978 y no en diciembre de 

1977.La querella también se percató de estas circunstancias y 

repreguntó si recordaba un episodio similar en otra oportunidad, 

Alderete respondió: “…La única vez de tanta cantidad, después 

particulares fallecidos sí…”. 

 

El JF N° 3 al imputar en la causa 14.216/03 [8 de 

mayo de 2014] caratulada "Suárez Mason Carlos y otros sobre 

privación ilegítima de la libertad", del registro de la secretaría N° 6 

expresó: “…en lo atinente al caso de diecinueve víctimas que 

egresaron, es decir, fueron “trasladadas” del centro de detención el 6 

de diciembre de 1978, y cuyos cuerpos fueron…” “… posteriormente 

individualizados a raíz de la ardua y encomiable labor del Equipo 

Argentino de Antropología Forense, lo que permitió la posterior 

identificación de tales restos…”. 

 

Puede concluirse: 

1- En el caso del grupo que, el MPF imputó a ABO, 

en término de cuatro días, (16 al 20 de diciembre de 1978), llegaron a 

la costa 11 cadáveres susceptibles de ser atribuidos a un mismo grupo 

que el MPF imputó en la causa ABO. 
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2-Todos los hallazgos tienen causa judicial y su 

numeración es concordante con la correspondiente a la secretaría N°2 

del Juzgado Penal de Dolores. 

 

En este sentido a fs. 200 de expte. Zuetta se glosa  la 

actuación del  Instructor de la Dirección General de Asuntos 

Judiciales, oficial principal Clemente Ferreyra quien elevó sus 

conclusiones el 12 de noviembre de 1984, acerca de sumarios 

vinculados a casos NN entre 1976 y 1983 expresó: [a fs. 1 del expte 

Zuetta] “…se informa que existen 36 cadáveres N.N. inhumados en el 

cementerio de Gral. Lavalle…”.Agrega luego en el punto B1: “…Se 

han instruido conforme la planilla de sumarios existentes a fs. 194 —

Comisaría de Gral. Lavalle—, la cantidad de 22 sumarios por 

fallecimientos N.N….”. 

 

En el caso del grupo atribuido a la ESMA sólo cinco 

cuerpos de un grupo de doce personas llegaron a la costa, no  es 

razonable entonces, que los restos de Ballestrino de Careaga hayan 

arribado a la misma playa que Duquet nueve días más tarde que el 

primer cuerpo, mucho menos 21 días (según se haya considerado la 

fecha de confección del acta 179 o la establecida en la causa 33.411).  

 

El licenciado en oceanografía  Hernán Troizi en su 

declaración en el marco del debate de la causa “ESMA UNIFICADA” 

TOF 5 describió como se desplaza el agua  y lo que flota en ella: 
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“…lo que podemos seguir es una parcela de agua que básicamente se 

mueve, en este caso en función del viento imperante y de las 

condiciones de marea…”. Más adelante agregó “[…] frente a las 

costas del partido de General Lavalle, lo que se pudo determinar era 

que el componente norte-sur de la corriente era muy poco intenso y la 

dirección que tomaba la parcela de agua era este-oeste, y 

vinculado”…“…con flujo y reflujo de creciente y bajante de la marea, 

y por eso en las imágenes que están en el informe la trayectoria es en 

ese sentido, este-oeste, porque se pudo determinar que el componente 

norte-sur no podía traccionar una parcela de agua…”. 

 

En consecuencia, es imposible que dos cuerpos que 

ingresaron al mar al mismo tiempo lleguen con tanta diferencia de 

días. Para que así ocurriese debería suponerse que estaban contenidos 

en dos parcelas de agua que estaban sometidas a regímenes de vientos 

absolutamente diferentes y a velocidades de corrientes  marcadamente 

distintas, ello es improbable para un mismo punto dato de partida. 

 

Así las cosas, «extraviado» el expte. 33.411 

atribuido a Ballestrino de Careaga, también se perdió la fecha de 

arribo (11/1/78) de ese cadáver a la playa y la vinculación con el acta 

16, solo se retuvo la sepultura 23.  Ballestrino recibió una nueva fecha 

el 29/12/79, se lo vinculó al acta 179 y se asignó la sepultura 23, pese 

a que la documentación, con la que supuestamente el EAAF construyó 

la hipótesis de trabajo, afirma que el acta 179 se vincula con la 

sepultura 20. 
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Así es como se plantea el enigma de la sepultura 24 

pues, en el informe al Tribunal en  pleno, del 4 de julio de 2005 

glosado a fs. 420 del legajo L111, se vincula la sepultura 24 con el 

acta de defunción N° 16: 
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Al ordenar cronológicamente el esquema de 

sepulturas, según las fechas de hallazgo de los cuerpos consignada en 

las causas 44.216, 44.180 y en el acta 179 se pone de relieve la 

ausencia de un grupo como el que se pretende.  

 

Según la forma de arribo de los cadáveres a la playa 

es imposible que ese cuerpo no pertenezca al mismo grupo. No 

obstante al comparar el ADN de la sepultura 24 con el Grupo de Santa 

Cruz dio negativo. Si Duquet llegó el 20 de diciembre a la playa de 

Gral. Lavalle y Ballestrino el 29, la pregunta ineludible sería, ¿por qué 

en la sepultura 24 cuyo cadáver llegó el 28 no está inhumado otro 

integrante del Grupo de Santa Cruz?   

 

Duquet: ¿es Duquet?. 

En su alegato el MPF dijo: “…de ningún modo el 

trabajo de este equipo puede ser reducido a consideraciones falaces 

como que se trata de una institución compro-metida con los grupos 

querellantes o que la labor que encara no es imparcial…”. (Alegato 

fiscal- 6/7/15, causa “ESMA UNIFICADA” TOF 5). 

 

A fs. 760 vta. del expte. L.111 el EAAF en su 

informe del 25 de  noviembre de 2004 expresa: “…el acta 171 debe 

corresponder a la causa n° 44.216 del J.P. 1 de Dolores, labrada por 

el hallazgo, el 20 de diciembre de 1977, de un hombre  en la 

Costanera  a la altura de la calle 46 de Santa Teresita…”. “…A esta 
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persona corresponden los rasgos recuperados por el Laboratorio de 

Necropapiloscopia bajo pericia 89/77 (aunque erróneamente se 

agregara la Pericia 9/78) y su cuerpo fue enterrado en el SECTOR B, 

Cuadro 2 (era 3 en la época del suceso), Sepultura 17…”. 

 

En concordancia con el EAAF, el informe del juez 

Cattani al pleno de la Cámara  del 4 de julio 2005, [ fs. 420 del legajo 

L111] expresa: “…-En el caso del individuo cuya muerte quedara 

documentada mediante acta 171 (A1) las circunstancias de fecha y 

lugar que refiere el acta la conectan de manera necesaria con la 

causa n° 44.216 (B1) que por iguales circunstancias se relaciona 

indudablemente con la pericia 89/77 (C1) y con la sepultura 17 

(D1)…”- 

 

Como se observa, el EAAF y la Cámara Federal 

determinaron que la causa 44.216, corresponde a un masculino que a 

la postre será Leonnie Duquet, cuya acta de defunción 171 se 

relaciona con la sepultura 17 y la fecha de hallazgo 20-12-77.  Lo que 

se concluye a partir de una anotación marginal del libro de 

inhumaciones de Gral. Lavalle.  

 

Veamos entonces la causa  44.216. La numeración 

de las causas indican con toda claridad que Duquet, en el registro de la 

secretaría N° 1,  se ubican 36 causas después de Auad 

consecuentemente con esa numeración, nunca pudo haber sido 
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elevada en febrero de 1978. Lo que podrá apreciarse mejor con la 

documentación que se agrega identificada como nro.342 a 348 copiar 

 

Podría argüirse, sin éxito, que las inconsistencias 

observadas se deben a  un error en razón de la incompetencia absoluta 

de los agentes del Estado que intervinieron en el expte. L 111, pero un 

detalle revela el dolo de quienes intervinieron, pues, como hemos 

visto el hecho ocurrió el 20 de diciembre de 1977.  

 

El expte. 44.216 lo inició el cabo 1° Juárez el 20 de 

diciembre de 1978, quien elaboró el informe del hallazgo del cuerpo 

de Duquet. Ese mismo día, el informe fue recibido por el 

subcomisario Vellutti fs. 1 vta.  Quienes adulteraron el expediente,  se 

limitaron a borrar el último número del año sin cotejar la jerarquía del 

policía que intervino.  Lo que se pone en mayor evidencia a fs. 4 vta. y 

5 ya que el subcomisario Velluti  firmó con esa jerarquía la foja 1 vta, 

repitió en la  fs 4 vta. y luego firmó la fs 5 como oficial principal. A 

fs. 12 el médico policial interviniente  dirige su informe  al Sr. Oficial 

Principal don Carlos Velluti, quien comienza el expte siendo 

subcomisario, a fs. 4 fue despromovido a oficial principal,  lo que se 

ratifica a fs. 12  

 

Tal como se observa Velluti firma en 1977 como 

oficial principal y en 1978 como subcomisario, ello pone en evidencia 

que ascendió el 31 de diciembre de 1977. En consecuencia, un hecho 
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acaecido supuestamente el 20 de diciembre de 1977 no puede tener la 

firma de Vellutti con la jerarquía de subcomisario como ocurre a fs. 1 

vta. Todo lo cual pone de manifiesto que el expte. 44.216 no 

corresponde a Duquet sino a un hecho ocurrido en diciembre de 1978. 

 

A fs. 7 se glosa la autopsia de Duquet  ordenada en 

autos consignándose la siguiente fecha y hora de ejecución…  

 

Por último, como no podía ser de otra manera,  la 

foja  final del expte. 44.216 de certificación de fotocopias, no lleva 

firma. 

 

A fs. 420 del legajo L111, se glosa el informe del 

Juez Cattani al Tribunal en Pleno de fecha 4 de julio 2005, a fs. 427 

vta. Se expresa: “…Entre las actuaciones recibidas, se destacan las 

copias certificadas de los exptes. nro. […] 44.216 Víctima de 

homicidio en Santa Teresita (Gral. Lavalle)…”.  
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La indeterminación de la fecha del hecho, también 

se puso en evidencia  en el registro de N.N. de la Policía de la 

Provincia de Bs. As pues, a fs. 423 del informe del juez Cattani  al 

pleno de la Cámara  de fecha  4 de julio de 2005 se expresa: “…El 27 

de abril de 1998 se recibió en la causa 13/84 los autos n° 10.390 

caratulados “Schmucler, Héctor s/denuncia” del juzgado en lo 

criminal y Correccional N° 4 de La Plata, Secretaría N°8, junto a…” 

“… documentación relativa al archivo de fallecidos registrados en el 

ámbito de la Policía de la Provincia de Buenos Aires […] 

Posteriormente, parte de esos prontuarios fueron copiados a discos 

compactos- Rollos 30 a 37.”Copiar fs.  365/368 

 

“…Nosotros surgimos en un momento histórico muy  

necesario que fueron con las exhumaciones que se habían practicado 

a fines del  83 y se vio  que se habían realizado de manera poco 

científica y perdiendo toda evidencia…”. Declaración causa  ESMA 

1270. 

 

La autopsia glosada a fs. 7 de la causa 44.216/77 

consigna: “…destrucción de bóveda craneana, con  escasos restos 

óseos; desaparición total  de masa encefálica como así también de 

tejidos blandos, órganos y huesos de la cara…”. 

 

Consta a fs.  8.353 y ss. de la causa 18.967/03 que  

el 7 de septiembre de 2005,  por orden del juez Torres, se constituyó 
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en el EAAF el  médico forense Luis Alberto Bosio a fin de realizar un 

estudio pericial de los restos de Leonie Duquet y  Azucena Villaflor    

COPIAR 371/2 

Sin embargo, en la documentación sobre Duquet  

glosada  a fs  1149 del  legajo 6, se consigna 1,76 m. 

A Fs. 5 vta. y fs. 7 del expte. 44.216 el Dr. Dios 

expresa: “…pérdida de órganos genitales exter-nos y que por la 

contextura pelviana se trataría de un cadáver de sexo masculino…”. 

 

La Cámara Federal, fs 433 del expte L111 dijo:  

 

Tal como hemos visto el EAAF tenía un cadáver  

diferente al encontrado en la playa. Sin embargo mantuvo el criterio 

del médico que realizó la autopsia y a fs. 83 del expte. L111 se glosa, 

sin firma del antropólogo interviniente, el  Inventario Óseo del 

esqueleto GL-B-2-17 correspondiente a Duquet, consignándose en el 

apartado  Determinación del sexo:  

• Fecha 11/02/2005.  

• Sexo: M.  
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• Cráneo: masculino. 

• Pelvis probable masculina. 

COPIAR 378/382 

Consta a fs. 2 del expte 44.216/77 que  el sub 

comisario Vellutti, el cabo Eduardo Figueroa y el testigo  Herminio 

Tontolli  —el 20 de diciembre de 1977 a las 15:10 hs.— comprobaron 

la presencia en la playa de Santa Teresita de un cuerpo: “… al parecer 

masculino, el cual se halla en evidente estado de descomposición…”. 

COPIAR 384/385 

En la causa ESMA 1270 Patricia Bernardi dijo: 

“….para la determinación del sexo, se utilizan la pelvis y el cráneo 

que son los que nos dan mayor información […] hay esqueletos que 

son ambiguos con características típicamente masculinos y son 

femeninos con la edad[…]”.“…se modifican y de ahí surgió uno de 

los problemas porque dentro de los 6 cuerpos  femeninos  señalaban 

que uno era masculino después con el estudio  genético se establece 

que era sexo femenino.   Con la edad la epífisis la tienen completa…”. 

 

¿Por qué un médico no se confunde al determinar el 

sexo de un cadáver adulto? 

COPIAR 389/397 

La fecha de muerte de Duquet 

La  autopsia  del cadáver de Duquet realizada por el 

Dr. Roberto Dios  el mismo día del hallazgo,  glosada a fs. 5 vta. y fs. 
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7  de la causa 44.216/77 consigna: “…la muerte dataría de unos 

quince a veinte días con igual tiempo de estadía en el agua…”. 

 

No obstante lo dicho, la Cámara Federal en la 

Resolución N° 04/05-P del 7 de julio de 2005, fs. 1121 vta. [L 111] 

Resuelve declarar: “…que la persona de sexo femenino cuyo 

fallecimiento fuera inscripto el 22 de diciembre de 1977…”. 

“…mediante acta de defunción N° 171 del año 1977 del Registro 

provincial de las personas, Delegación General Lavalle, Provincia de 

Buenos Aires, e inhumada  como N.N. masculino en la sepultura 17 

sector B del cementerio Municipal de la localidad citada, es Leonnie 

Duquet….”.             

 

Al confeccionar el acta de defunción 171 del 

Registro Provincial de las Personas el médico que intervino Dr. Dios, 

en lugar de anotar la fecha estimada de muerte [5 de diciembre de 

‘77], asentó la fecha de hallazgo [20 de diciembre de 1977]. 

COPIAR 405 

Esto dio pié a la Cámara para aplicar el mismo 

criterio a las actas de los otros cuerpos a partir de un extraño sinrazón 

por el cual resolvió arbitrariamente fijar la fecha de muerte de Duquet, 

Auad, Careaga, Villaflor y Ponce, el 21 de diciembre de 1977. Es 

evidente que la fecha elegida por la CF, en lugar de la estimada por el 

profesional que intervino, es más acorde al resultado pretendido.  

COPIAR 407 
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Si bien el Dr. Dios, como se dijo, optó por anotar la 

fecha de hallazgo como fecha de muerte, el Dr. Bertolotti  a cargo de 

las autopsias de los cuerpos que dieron lugar a las actas 173, 174, 175 

y 179, consignó la fecha estimada de muerte [6 de diciembre]. En 

consecuencias en sus actas se lee: Falleció el: seis de diciembre 1977. 

 

En el informe al pleno del Tribunal  del 4 de julio de 

2005, glosado a fs. 420 del expte. L 111, titulado “Consecuencias 

jurídicas”, se lee: 

 

 

En lugar de considerar a fecha de hallazgo y restarle 

15 días en razón del estado del cuerpo para obtener la fecha de muerte 

estimada, la CF hace exactamente lo contrario, “confunde” la fecha de 

fallecimiento con la fecha del hallazgo y dispone arbitrariamente que 

la fecha de muerte se decrete el 21 de diciembre de 1977, en 

contradicción con las afirmaciones de los profesionales actuantes. 

 

Poco después, la Cámara Federal, ordenó se 

rectifiquen las partidas de defunción  de las actas 173, 174, 175 y 179, 

anotando como fecha de fallecimiento el del 21 de diciembre de 1977,   
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al establecer arbitrariamente la fecha de fallecimiento de estas 

personas el 21 de diciembre, no reparó en que: 

1- Ningún cadáver encontrado en circunstancias 

similares tiene un acta de defunción fechada al día siguiente de su 

hallazgo, porque existe un procedimiento legal que demora más de 24 

horas. 

2- La muerte de las personas fue estimada 15 días 

antes de su hallazgo entre otras razones, por el estado del cadáver. 

3- La fecha estimada de la muerte de este grupo, 

según el médico interviniente, sería el 6 de diciembre, fecha en la cual 

el Grupo de Santa Cruz no había sido detenido. No obstante, ante el 

supuesto de que la fecha del 6 de diciembre fuera hipotética y aun 

estableciendo el día 14 de diciembre para datar la muerte, como lo 

hace el Ministerio Público Fiscal para imputar los vuelos, restan 6 días 

hasta el día del hallazgo del 20, ¿puede un cadáver con seis días en el 

mar encontrarse en un estado tal que los médicos no pudiesen 

determinar el sexo por medio de una inspección ocular? 

4- Por otra parte, la testigo Pilar Calveiro en la causa 

1270,  afirmó: “…a ellos se los llevaron, trasladaron a este grupo de 

prisioneros a fines de diciembre, específicamente el 27 de 

diciembre….”. 

5- Finalmente, no se explica por qué, el cuerpo de 

Duquet tiene fecha de muerte el 20 de diciembre y el resto de grupo el 

21 de diciembre. 
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Sin embargo, la decisión de la Cámara, guardaba 

cierta  concordancia con la fechas de confección de las actas de 

defunción  relevadas por el EAAF  que se inician el 22 de diciembre 

de 1977. El problema es que el cuerpo de Duquet, en particular, fue 

hallado el día 20,  tal como lo destaca  el listado del EAAF y el expte. 

44.216, es decir, dos días antes de morir el 22, según lo dispuso la 

Cámara Federal a fs. 1121 vta. del L.111. 

 

En el caso de Duquet, la fecha probable de muerte 

no está consignada sólo en un acta de defunción como ocurre con los 

otros cuerpos, sino que la causa 44.216 se inició el día del hallazgo del 

cadáver el “20 de diciembre de 1977”, según hipótesis de la Cámara. 

Sin embargo, hemos visto en la causa Zuetta la causa 44.216 se inició 

el 20 de diciembre de 1978. 

 

La Cámara Federal, sin exponer fundamento alguno, 

no sólo contradice el criterio médico sino también lo obrado por la 

justicia en dicha causa.  

 

Para que concordasen las fechas de las actas de 

defunción con la hipótesis del Grupo de Santa Cruz, la Cámara ignoró 
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las conclusiones de las autopsias, las declaraciones acerca del estado 

de los cuerpos de las personas encargadas de recoger los cuerpos e 

inhumarlos, las irregularidades  de los expedientes, … …la nulidad 

del cotejo dactiloscópico de Auad,  y el hecho de que el MPF acusó a 

pilotos de un vuelo de entrenamiento realizado el 14 de diciembre de 

1977, esto es 7 días antes de su declamada muerte aspecto que 

tampoco concuerda con el estado de los cuerpos expuesto en las 

autopsias. 

 

¿Por qué la causa  44.216 fue incoada en 1978 y no 

en el año 1977? Además del hecho de que el expte. 44.216 se inicia en 

el año 1978, tal como hemos observado. 

 

A fs. 190 del expte. Zuetta se glosa el listado de 

inhumaciones  de NN donde se comprueba que la causa 44.216 

supuestamente perteneciente a Duquet se inició el 20 de diciembre de 

1978 un año después de los hechos.  
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Mientras que Iriberri dio cuenta del enterramiento el 13/03/78, la 

causa, como se puede leer a continuación, se inicia el 20/12/1978 (¿?)   

 

 

 

La inusitada «desprolijidad» del expte. 44.216 

Duquet nos llama a la pregunta ¿Por qué se intentó mezclar diciembre 

de 1978 con igual mes de año anterior? La respuesta la brinda el 

expte. Zuetta al poner en evidencia al grupo de hallazgos  de 

diciembre de 1978 imputado a la causa “Circuito ABO”, en trámite 

ante el Tribunal Oral en lo Criminal y Correccional Federal nro. 1. 

 

A fs. 195 del expte. Zuetta, consta la Planilla de 

personas fallecidas como  NN  entre 1976 y 1983 en las que intervino 

la comisaría de Gral. Lavalle, comprobándose que en diciembre de 
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1977 sólo hubo dos casos NN caratulados como presuntos homicidios 

y no cinco casos como pretende la Cámara Federal, con fundamento 

en las actas de defunción, sin poder asociar una causa judicial a dichas 

actas. 

 

En síntesis: 

1-  El juzgado de Dolores, conforme la planilla 

glosada a fs. 190 del expte. Zuetta, no tiene registrado dos causas NN 

iniciadas el 21 de diciembre de 1977. Hay sólo una con el número de 

registro 44.180 por un hallazgo ocurrido en Lucila del Mar, en el que 

intervino el destacamento policial  de San Bernardo. Esta causa fue 

atribuida a [Ángela Auad] a partir de una pericia dactiloscópica 

cuestionada por esta defensa. 

2- De acuerdo con la fs. 197 del expte. Zuetta, la 

comisaría de Santa Teresita, registró sólo un hecho de un NN ocurrido 

el 20 de diciembre de 1977 sin causa judicial asociada. Según el acta 

de defunción 171, que consigna esa fecha de muerte, se corresponde 

con un NN masculino, fallecido en la costa Atlántica debido a 

politraumatismos. A este hecho se lo vinculó con la causa 44.216 

atribuida a Duquet, ocurrido el 20 de diciembre pero del año siguiente, 

tal  como hemos visto. 

3- La “desprolija” causa 44.216, iniciada el 20 de 

diciembre de 1978, (un año después de los hechos) según consta no 

sólo en la lista glosada a fs. 195 del expte. Zuetta, sino también en la 

fecha borrosa del inicio de la causa y en la carátula del expediente.  
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4-Por último, la causa 33.411 tal como se afirma a 

fs. 179,y  se corrobora a fs. 190 y fs. 195 del expte. Zuetta, se 

corresponde con la fecha de hallazgo de un cuerpo el 11-1-78. 

Convenientemente extraviada, -porque de la fecha del primer hallazgo 

se separa 22 días-, no se corresponde con dos cuerpos que tienen el 

mismo punto dato inicial. 

 

Si bien las actas de defunción 171, 173,174, 175, y 

179 fueron emitidas para cuerpos NN, tienen que tener necesariamente 

una causa judicial asociada, es evidente que las causas 44.216, 44.180 

y 33.411 no se corresponden con los hechos que se pretenden 

enrostrar, se concluye entonces:  

-Causa 44.216 Atribuida a Duquet, se inició el 20 de 

diciembre de 1978 un año después de los hechos. 

-Causa 44.180 El peritaje dactilar que confirma la 

identidad de Auad es nulo. 

-Causa 33.411 (extraviada) Atribuida a Ballestrino 

de Careaga la fecha de hallazgo (11-1-78) no coincide con lo 

esperable para la llegada de un grupo, se le atribuyó un acta, se adoptó 

la fecha del acta, pero se mantuvo la sepultura 23. 

 

La pregunta obligada sería ¿qué trámite se le dio al 

hallazgo de los cuerpos de Ponce y Villaflor? ¿Teniendo acta de 

defunción habrán sido encontrados? ¿Y los otros siete cuerpos? 
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¿Podría cuestionarse la trayectoria del EAAF? 

“…—Disculpame que sea cruda— le dijo Violeta 

Raby al importante funcionario del gobierno vinculado a los orga-

nismos de derechos humanos—. A vos te sobra un esqueleto a mí me 

falta uno. ¿Qué van a hacer? Mi papá murió en 2008, mi mamá está 

muy viejita y quiere llevarle flores a su hijo a algún lado…”. “…—Sí 

no es mala idea. Así cerramos el tema de una vez — le contestó el 

especialista en la materia a la hermana de Ricardo Alfredo Raby, 

desaparecido  el 4 de  febrero de 1977 junto a su compañera Teresa 

Domínguez. 

“…«El tipo me dijo que sí». Es gravísimo. Le hice 

pisar el palito, pero es la palabra mía contra la de él, que es un 

intocable del gobierno.[…] El nombre te pido que no hagas público, 

me dijo Violeta la primera vez que hablamos por teléfono….”. Más 

adelante agrega: “…El 12 de octubre  de 2011 Carlos Somigliana, 

integrante de la ONG  Equipo de Antropología Forense, le informó 

que su hermano había sido identificado positivamente a través de un 

cotejo dactiloscópico de su cadáver…””…A Violeta le entregaron 

una copia del peritaje pero no se informó ese avance a la justicia. 

Rabby denunció  a la cámara presidida por el juez Horacio Cattani, 

quien investigaba la desaparición de su hermano, entre otros casos, 

que habían tercerizado la investigación….”. “…En vez  de que la 

justicia trabajase por su cuenta, la mencionada ONG que había 

omitido informarle a ella como familiar directa de su hermano 

desaparecido, las novedades del caso, tampoco reportaba a la 
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justicia.[…] Luego de tres años de silencio en que la ONG no le 

informó el hallazgo dactilar, el cadáver seguía sin aparecer. En 

concreto, los distintos organismos no querían admitir que los restos 

fósiles de su hermano habían sido entregados por error a otra familia, 

durante los años ochenta…”. “…Errar es humano pero lo inmoral es 

pretender suplantar los restos de un cadáver por los de otra 

persona…”. Seguidamente se lee: “…«estaban con el triunfalismo de 

la ESMA, metidos en esa investigación como si fuese una batalla  por 

vaya a saber que, el resto es joda. Se identificaron 234 cadáveres de 

fosas comunes en la causa Monte Chingolo se entregaron esqueletos 

cruzados, muchos sin identificar», denuncia Raby. Un funcionario que 

colaboró con la investigación de la mujer asegura que lo que dice es 

así….”. (Luis Gasulla, “El Negocio de la Impunidad” edit. 

Sudamericana, edic. 2014, pág. 259 y ss.). 

    

La Infalibilidad del ADN 

Es usual que por su naturaleza el lego otorgue al 

análisis de ADN una certeza apodíctica. Ello puede ser verdad en un 

99,99% en la medida en que se cumplan todos los procedimientos y 

las normas de seguridad establecidas por los protocolos en la materia. 

 

En los Cuadernos de Medicina Forense, revista 

digital oficial del Cuerpo Médico Forense, N°3 del año 4, se publica 

un artículo bajo el título “Impuganciones de estudios de ADN... “,  los 

Dres. Rennella, Eleta y Sotelo Lago, -entre otros aspectos-, dan cuenta 

de las razones de impugnación del análisis de ADN en la Argentina: 
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1- El 22% corresponde a la toma de muestras. 

2- el 28%  ausencia de contra-parte. 

3- Cálculos estadísticos. 

4- Informe pericial 

• Detalles técnicos del trabajo de laboratorio. 

• Tabla de frecuencias poblacionales. 

• Fórmulas matemáticas utilizadas para el cálculo de 

los índices de parentesco. 

• Imagen electroforética o electroferograma. 

    (op. cit. pág. 41). 

 

En el N°1 del año 5, de dicha revista bajo el título 

“Estudios de ADN, situaciones de difícil resolución. Discriminación 

entre hermanos y medio hermanos”, los mismos autores tratan 

casos….tratan casos análogos a los de Duquet cuyo ADN se 

comprobó con un sobrino, es decir un parentesco de tercer grado. Allí 

afirman: “…El ADN ha permitido explorar e identificar la existencia 

de vínculos más lejanos, como son los de segundo grado (relación 

entre hermanos) y los de tercer grado (entre sobrinos, abuelos y 

nietos o medio hermanos)….” “…A medida que el vínculo se vuelve 

más remoto, el grado de certeza disminuye y por ello no siempre es 

posible arribar a dictámenes conclusivos…”. “…cuando el 

parentesco alegado es de segundo o tercer grado, ya que no es 

obligatorio que ambos compartan material genético en todos los 



76 
 

76 
 

marcadores estudiados y por lo tanto el método pierde la capacidad 

de excluir…”. (Op. cit pág. 51 y ss.) 

 

En cuanto a las tablas de frecuencias poblacionales, 

previamente referidas, para el análisis de dos ciudadanos de origen 

francés, Duquet y Jeanningros, el LIDMO consideró… 

 

 

El Dr. Gabriel Boselli autor del libro “El ADN en el 

proceso judicial”, (Ediciones Jurídicas, Buenos Aires 2013), nos 

ilustra respecto de la existencia de dos tipos de ADN humano, el que 

se obtiene del núcleo de la célula ADN nuclear o autosómico y el 

ADN mitocondrial que se extrae del cuerpo de la célula. Dicho autor 

nos dice que,”…el ADNmt a diferencia del nuclear o autosómico tiene 

alto riesgo de contaminación…” [pág. 146] “…en casos extremos en 

DNAmt suele estar en mayor proporción que el de la evidencia y dar 

resultados falso positivo…”. En otro pasaje agrega: “…En los casos 

de contaminación, es necesario que los jueces entiendan que sólo una 

muy pequeña cantidad de ADN contaminante puede brindar un perfil 

completo debido a la alta sensibilidad del método de análisis…”. 

[pág. 138]. Luego agrega un ejemplo: “…Si Ud. tiene toma un cristal 

de azúcar y lo divide 1000 veces, y toma una de esas divisiones y lo 

vuelve a dividir 1000 veces, y luego hace eso nuevamente  tendrá 
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aproximadamente un nano-gramo de azúcar…”.Eso es suficiente para 

contaminar el ADN de una muestra.   El autor nos previene: “…el 

ADN mitocondrial no aporta resultados concluyentes…” [pág. 49]. 

“… Existe consenso mundial acerca que el ADNmt no provee 

identificación definitiva. Esto debe ser conocido por los jueces…”. 

[pág 145]. Esta limitación del ADNmt también es reconocida por el 

laboratorio LIDMO. 

 

Dado que el poder de discriminación del ADNmt es 

muy inferior  al que se obtiene al analizar sistemas ERT nucleares, el 

estudio de ADNmt se realiza solamente cuando ha fallado la analítica 

del ADN nuclear.  

 

El 17 y 23 de mayo de 2005, en el marco del L111, 

Somigliana se presentó ante la Cámara Federal solicitando 

autorización para retirar de la aduana “…muestras hemáticas 

indispensables para proseguir con las identificaciones…” 

provenientes de Francia por la empresa Fedex...”. 

1- En el marco del expte. referido sólo dos personas 

tenían nacionalidad  francesa, Domon y Duquet, por lo que podemos 

concluir que las muestras estaban vinculadas a una de esas dos 

personas. 

2- El ADN de Duquet se cotejó con el de un sobrino 

Michael  Jeanningros, y el de Domon con sus dos hermanas, tal como 
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se comprobó cuando se realizó el análisis de ADN del cuerpo rotulado 

GL24.  

 

El 16 de abril de 2005 hicieron los ADN para el GL 

24 con la sangre de Jeanningros y las hermanas de Domon.  El 17 y 23 

de mayo 2005 pide autorización a la CF para retirar de FEDEX las 

muestras de sangre de Francia. 

 

Con relación a las muestras de ADN, Patricia 

Bernardi en la causa 1270 dijo: “…Se tomaron muestras iden-

tificadas con código de barras y salen de nuestro laboratorio con 

cadena de custodia, al laboratorio LIDMO en la provincia de 

Córdoba. Es el que realiza los análisis genéticos de las muestras que 

nosotros le enviamos….”. Pese a las afirmaciones de Bernardi el 

LIDMO no recibió las muestras del Grupo de Santa Cruz codificadas 

según el código de barras. El código utilizado identifica el lugar de 

sepultura, en este caso General Lavalle, sector “B” cuadro “2” 

sepultura “19” 

 

El 12 de mayo de 2008 el EAAF informó a la 

Cámara Federal que llegó a un acuerdo con el laboratorio The Bode 

Technology Group de los EE.UU. para la realización de ADN [fs. 755 

expte. L.111].  
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Consta en autos del legajo 111 y del legajo 6 que las 

muestras enviadas al BODE  sí  fueron catalogadas con un código de 

barras. 

 

A preguntas acerca de cómo viajan las muestras al 

laboratorio LIDMO dijo: “… cada una de las muestras sale con 

código de barra,  sale con cadena de custodia del equipo al 

laboratorio…”. A preguntas si el material tenía firma, faja y sello de 

un juez respondió: “…Del equipo, no del juez…”. A repreguntas si en 

esta cadena de custodia intervenía alguien ajeno al equipo o al 

LIDMO respondió: “Es el equipo y el LIDMO”. A preguntas si para 

reconstruir  la cadena de  custodia se cuenta únicamente con gente del 

equipo, dijo: “SI”. 

 

Sin mención del personal técnico que intervino. Los 

informes del LIDMO los firma en la última foja, únicamente  el Dr. 

Vullo, sin dejar constancia del personal técnico que intervino. 

 

Carlos Vullo. A preguntas, durante el debate pasado 

[ESMA 1270], si la extracción de muestras se había realizado según la 

modalidad de la doble prueba ciega que asegura la posibilidad de 

realizar contrapruebas, respondió: “No”. 
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Estas irregularidades respecto del proceder del 

EAAF-LIDMO, en cuanto al sometimiento a las, modalidades 

respecto de las contrapruebas, cadenas de seguridad no sólo se 

cometieron en la causa que nos ocupa sino que es su costumbre. El 10-

08-06, el Juez Federal de Instrucción de Resistencia Dr. Carlos 

Skidelsky remitió cinco cajas –vinculadas al caso "Margarita Belén"– 
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con muestras óseas selladas y lacradas. El envío tenía como 

destinatario  al Dr. Carlos Vullo, director del laboratorio LIDMO, sin 

estar acreditado en la causa como perito oficial. Las muestras fueron 

acompañadas por un escrito del juez ordenando: “…Hágase saber al 

Dr. Vullo, que una vez recibido dicho material, deberá comunicar a 

este tribunal, con diez días hábiles de antelación, tiempo, modo y 

lugar de realización de la pericia. Peritos intervinientes, con la 

individualización de los datos personales y especialidad técnica o 

modo de procedimiento utilizado y todo otro dato que haga a la 

conformación de la pericia en cuestión….”.  “…Debido a la 

naturaleza de la pericia, como también a la trascendencia de la 

presente causa, sírvase comunicar al Teléfono Fax Nº 03722 – 

458112, cualquier inquietud al respecto, a los efectos de notificar a 

las partes y peritos del proceso; en aras de garantizar el derecho de 

contralor  de la prueba, la defensa en juicio y el debido proceso…” 

[Expte. 306/01]. 

 

Pese a lo ordenado por el juez, las muestras fueron 

abiertas el 14-08-06, según consta en el acta glosada a fs. 4721 de 

dicho expte, sin ser notificadas las defensas. Nueve días después de 

haber abierto la envoltura de las muestras óseas, el Dr. Carlos Vullo 

aceptó el cargo de perito oficial, [fs. 4734 expte. 306/01].  

 

Aunque se alegue que el LIDMO y el EAAF son 

organizaciones independientes, la vinculación entre ambas es 

manifiesta, tal como se comprueba a fs. 1008 del expte. L.111.  
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Durante el debate de la causa 1270 TOF 5, el Dr. 

Carlos María Vullo director del LIDMO dijo: “…Desde el año 2003 

trabajo como genetista del EAAF…”. No se trata entonces de dos 

instituciones desvinculadas entre sí…”.El EAAF  se presenta como 

“una organización científica, no gubernamental”, como se autodefine 

en su propia página publicada en la  web. 

(http://www.eaaf.org/eaaf__sp/). El LIDMO, es un laboratorio, una 

“entidad privada” (LIDMO SRL), conforme figura en el Registro 

Nacional de Profesiones y Laboratorios del INCUCAI en la pertinente 

página web. 

(https://irct.incucai.gov.ar/public/profesional/GoToList.do?idProgra

ma='ID_PROF'&idTipo=4&retorno=public/centro/Show.do.  

http://www.eaaf.org/eaaf__sp/
http://www.eaaf.org/eaaf__sp/
file:///C:/Users/USUARIO/Desktop/ADN-%20EAAF/ID_PROF
file:///C:/Users/USUARIO/Desktop/ADN-%20EAAF/ID_PROF
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La defensora Dra. Verónica Blanco, con un criterio 

que suscribimos, al alegar en la causa “ABO-1” ya mencionada 

dijo:“….Así esta defensa considera, que los estudios realizados por 

un organismo no oficial, como lo es el “Equipo de Antropología 

Forense”, basado en estudio de un laboratorio privado de la ciudad 

de Córdoba, “LIDMO NUEVE” [sic], no puede considerarse un 

elemento de prueba válido en contra de mis asistidos, en tanto se ha 

realizado sin control de la defensa, …”“…y lo que es peor aún en un 

proceso de corte administrativo, como lo es un juicio por “la 

verdad”, que debe decirse, había perdido su razón  de ser, ante la 

rejudicialización del trámite de la causa 450 salvo que la intención 

fuera expresamente, esa, es decir sustraer a la defensa del control de 

la prueba, lo que no me extrañaría, teniendo en cuenta las 

consideraciones que realicé de la Cámara  Federal…”.  ….Realizar 

todo ese procedimiento, a espaldas de la defensa, es colectar prueba 

de un modo ilegítimo y en clara violación  a los artículos 258 y cctes. 

del C.P.P.N. por lo que hacen más que tornarse nulos a la luz del 

artículo 167 inc. 3 del Código Procesal, lo que así se solicita  sea 

declarado en respeto de la garantía de Defensa en Juicio y Garantía 

del Debido Proceso…..” 

 

El rol de “Maco” Somigliana es sorprendente, 

excepto los informes oficiales del EAAF firmado por los titulares de 

la organización, el resto de la correspondencia del EAAF está firmada 
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por Somigliana, quien, a su vez integra el MPF, tal como podrá 

apreciarse: 
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Maco” Somigliana como conferenciante del EAAF 

 

 

También en las  “Primeras Jornadas de Historia 

Reciente del Conurbano Norte y Noroeste”, donde explica cómo se 

preparan los testigos: 
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El “Régimen De Funcionarios Y Empleados Del 

Ministerio Público Fiscal De La Nación”, (Resolución PGN N ° 128 

/10.- del 29/12/2010) establece: 

“ARTÍCULO 36°: Particularmente están obligados 

a: (…) g) Excusarse de intervenir en todos los asuntos en que su 

actuación pueda originar interpretaciones de parcialidad o concurra 

violencia moral. Las excusaciones serán resueltas por el Procurador 

General de la Nación cuando se trate de agentes con desempeño en 

áreas centrales y por la respectiva autoridad de superintendencia en 

los restantes casos….”.“h) Desempeñar otro empleo público o 

privado con relación de dependencia, aun con carácter interino, salvo 
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con la autorización de la respectiva autoridad de superintendencia. 

Queda exceptuado el ejercicio de cargos docentes o de integración de 

comisiones de estudio. Tales actividades, en modo alguno deberá 

significar que los agentes desatiendan las obligaciones propias del 

cargo que ocupan”. 

 

En síntesis: 

1-Integra la ONG que manipula la evidencia desde 

la obtención hasta la identificación de los restos óseos. 

2-Integra la PGN, e investiga a partir de ese rol. 

3-Forma a los testigos antes que declaren. 

4-Interactúa con los familiares. 

5-Firma todas las comunicaciones con el tribunal. 

6-Incumple con la reglamentación. 

7-No declara en los juicios. 

 

Sobre “Maco” Somigliana, la víctima Violeta Raby 

entrevistada por Luis Gasulla dijo: “…Una de sus mayores 

desilusiones fue cuando conoció  a Carlos Somigliana, encargado de 

la ONG Equipo Argentino de Antropología Forense”. (ob. cit. pág. 

262). 
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A preguntas durante el anterior debate, acerca de la 

financiación del EAAF Bernardi dijo: “…El equipo no cobra por los 

casos de DDHH, se mantiene por subsidios de distintas fundaciones 

en el extranjero con respecto al área genética, la base más grande 

que tuvimos nos permitió identificar a más de 150 personas colaboró 

el gobierno Argentino…”. 

 

Sin embargo, de la información que contienen las 

páginas web del EAAF, LIDMO y CELS (organización querellante) 

es posible advertir la íntima vinculación entre todas ellas y el interés 

de parte que las une en los juicios de venganza llevados a cabo en todo 

el país. 

 

Esta íntima vinculación, la ausencia de participación 

de las defensas y la sospecha que genera la falta de impulso en las 

investigaciones por parte del MPF adunado a la inusual actividad 

investigativa de la Cámara Federal nos llevan a considerar que 

estamos frente a una terrible ilicitud por parte de los denunciados, 

razón por la cual vengo a poner en conocimiento de esta judicatura a 

fin de que investigue los hechos descriptos. 

 

III.- Propone diligencias: 

Considero menester solicitar las copias de la 

totalidad de las actuaciones mencionadas a lo largo de todo este 

escrito. 
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Se convoque a prestar declaración testimonial a los 

Sres. Miguel Ángel Alberto Rodríguez y Alberto Eduardo González, 

ambos privados de libertad a disposición del TOF 5, quienes 

colaboraron en la investigación que arrojó el resultado de los hechos 

vertidos en el presente. 

 

IV.- Petitorio: 

Por lo expuesto solicito: 

a) Tener por presentada esta denuncia y se designe audiencia para 

su ratificación. 

b) Se tenga presente la propuesta de diligencias. 

c) Se informa que, en su oportunidad, asumiremos el rol de 

querellantes. 

d) Se corra vista al MPF a fin de que impulse esta denuncia. 

 

Proveer de conformidad 

SERÁ  JUSTICIA 

 

 

 

 


